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Ciudad de México. Acuerdo del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al veinticuatro 

de octubre de dos mil diecinueve. 

 

Cotejó 

 
 

V I S T O S;   Y 

R E S U L T A N D O: 

 

PRIMERO. Demanda inicial, autoridades demandadas 

y normas impugnadas. Por oficio presentado el veintiséis de 

abril de dos mil diecinueve en la Oficina de Certificación 

Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 

por conducto de su Presidente Luis Raúl González Pérez, 

promovió acción de inconstitucionalidad en la que solicitó la 

invalidez de las normas generales siguientes: 

 
“De las leyes de Ingresos municipales para el 
Estado de Morelos, para el Ejercicio Fiscal 2019, 
las siguientes: 

 
1.  Impuesto adicional: 
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• Artículo 11 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Ayala; 

• Artículo 8 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Coatlán del Río; 

• Artículo 8 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Mazatepec; 

• Artículos 10 y 11 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tlaltizapán de Zapata; 

• Artículo 26 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Xochitepec; y 

• Artículo 8 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Zacualpan de Amilpas. 
 

2.  Alumbrado público: 

• Artículo 17, párrafos penúltimo y último de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala; 
 

3.  Multas fijas: 

• Artículos 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52 y 
53 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Ayala; 

• Artículos 38, numerales 4.1.6.2.02.14; 
4.1.6.2.03.24.01 y 4.1.6.2.03.24.02 de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Coatlán del 
Río; y 

• Artículo 69, numeral 6.1.3.1.40 de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Xochitepec. 
 

4.  Registro extemporáneo de nacimiento: 

• Artículo 42, numeral 4.1.6.2.07.01 de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Coatlán del 
Río; y 
 

5.  Cobros por el acceso a la información: 

• Artículo 13, numerales 4.3.4.1.1 y 4.3.4.1.2 
de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Zacualpan de Amilpas.” 

 

SEGUNDO. Preceptos constitucionales y 

convencionales que se estiman violados. La Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos estima que las normas 

impugnadas son contrarias a los artículos 1o. y 4o., párrafo 
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octavo, 6o., 14, 16, 22 y 31, fracción IV, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 3, 13, 18, 24 y 

26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 1, 

2, 19, 24 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos; y 2, 7 y 8 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño. 

 

TERCERO. Conceptos de invalidez. La promovente 

impugna diversas normas contenidas en leyes de ingresos de 

diversos Municipios del Estado de Morelos, las cuales fueron 

publicadas el veintiséis de marzo de dos mil diecinueve en el 

Periódico Oficial de la entidad federativa y aduce que, a través 

de su demanda, tiene por objeto evidenciar la vulneración a 

derechos fundamentales, así como a precedentes emitidos por 

este Tribunal Constitucional, los cuales agrupa en los temas 

siguientes: 

 
1.  Impuestos adicionales en relación con diversas 

contribuciones y derechos municipales. Los 
artículos 11 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Ayala; 8 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Coatlán del Río; 10 y 11 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tlaltizapán de Zapata; 26 de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Xochitepec; y 8 de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Zacualpan de Amilpas, 
todos del Estado de Morelos, para el ejercicio fiscal 
2019, violan el derecho a la seguridad jurídica y el 
principio de proporcionalidad tributaria, al prever la 
obligación de pagar un impuesto adicional que 
establece una carga tributaria sin seguir los mandatos 
constitucionales de justicia fiscal, en razón de que el 
objeto del gravamen son los pagos hechos por los 
contribuyentes por concepto de otros impuestos y 
derechos municipales, lo que de ninguna manera 
atiende a su capacidad real para contribuir al gasto 
público. 
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2.  Cobros desproporcionales por el servicio de 
alumbrado público. El artículo 17, párrafos penúltimo 
y último, de la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala, 
Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, resulta violatorio 
del derecho a la seguridad jurídica y el principio de  
proporcionalidad tributaria, al establecer, por la 
prestación del servicio de alumbrado público, una 
contribución a la que denomina “derecho”, equivalente 
al 7% (siete por ciento) sobre el importe del consumo 
señalado en los recibos que, por la representación del 
servicio de energía eléctrica, expida la Comisión 
Federal de Electricidad y, por otra parte dispone, que 
los propietarios o posesionarios de predios baldíos, 
urbanos y suburbanos, así como aquellos que hayan 
resultado favorecidos al amparo de una resolución 
constitucional con relación a lo establecido en el 
primer párrafo de dicho artículo, pagarán un derecho 
equivalente al 3% (tres por ciento) del valor catastral 
del predio, montos que no guardan relación con el 
consumo de energía eléctrica de los usuarios, ni con 
el valor catastral de los predios relativos, ni con el 
hecho de resultar favorecidos por una sentencia 
constitucional, aunado a que se hace pasar una 
contribución a la que se denomina “derecho”, cuya 
verdadera naturaleza es la de un impuesto. 

 
3.  Multas fijas para determinar sanciones e 

infracciones. Los artículos 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 
51, 52 y 53 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Ayala; 38, numerales 4.1.6.2.02.14; 4.1.6.2.03.24.01 y 
4.1.6.2.03.24.02 de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Coatlán del Río; y 69, numeral 6.1.3.1.40 de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Xochitepec, todos de 
Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, prevén multas 
desproporcionadas, excesivas, invariables e 
inflexibles, que no establecen límites mínimos o 
máximos para su aplicación, lo que trae como 
consecuencia que los operadores jurídicos se 
encuentren imposibilitados para individualizarla, 
tomando en cuenta factores como el daño al bien 
jurídico tutelado, el grado de responsabilidad y la 
capacidad económica del sujeto sancionado, entre 
otros. 
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4.  Cobros injustificados por el registro 
extemporáneo de nacimiento. El artículo 42, 
numeral 4.1.6.2.07.01 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Coatlán del Río, Morelos, para el 
ejercicio fiscal 2019, establece cobros por el registro 
extemporáneo de nacimiento, en violación al derecho 
a la identidad consagrado en el párrafo octavo del 
artículo 4o. de la Constitución Federal. 

 
5. Cobros excesivos por la reproducción de 

información pública en disco compacto y disco 
versátil digital. El artículo 13, numerales 4.3.4.1.1 y 
4.3.4.1.2, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Zacualpan de Amilpas, Morelos, para el ejercicio fiscal 
2019, prevé cobros excesivos y desproporcionales por 
la reproducción de información pública en disco 
compacto y disco versátil digital, lo cual resulta 
violatorio del principio de gratuidad en el ejercicio del 
derecho de acceso a la información, pues si bien 
existe la obligación del contribuyente de otorgar una 
contraprestación por esos servicios, ello debe atender 
al principio de proporcionalidad y ser acorde a los 
precios en el mercado de los materiales o 
instrumentos de que se trate. 

 
 Finalmente, en cuanto a los efectos, la Comisión 

accionante solicitó la declaratoria de invalidez de 
todas aquellas normas que estén relacionadas con las 
normas que impugna, y que se vincule al órgano 
legislativo estatal para que a futuro se abstenga de 
legislar en el mismo sentido 

 

CUARTO. Registro del expediente y turno. Por acuerdo 

de veintinueve de abril de dos mil diecinueve, el Ministro 

Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

ordenó formar y registrar el expediente relativo a la presente 

acción de inconstitucionalidad con el número 46/2019; y 

atendiendo a lo acordado por el Pleno de este Alto Tribunal en 

sesión privada de veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho, 

en relación con la nivelación de asuntos, se turnó a la Ministra 
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Yasmín Esquivel Mossa la tramitación del proceso y 

formulación del proyecto de resolución respectivo. 

 

QUINTO. Admisión de la demanda. La Ministra 

instructora dictó auto admisorio el treinta de abril de dos mil 

diecinueve, en el que ordenó dar vista a los Poderes Legislativo 

y Ejecutivo del Estado de Morelos para que rindieran sus 

informes; además, se requirió al órgano legislativo para que 

remitiera copia certificada de los antecedentes legislativos de 

las normas impugnadas; y al órgano ejecutivo, un ejemplar en 

el que conste su publicación. De igual forma, ordenó dar vista a 

la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica 

del Gobierno Federal, para que se manifestaran antes del 

cierre de instrucción. 

 

SEXTO. Acuerdos que tienen por rendidos los 

informes de las autoridades emisora y promulgadora. Por 

acuerdos de treinta de mayo y tres de septiembre, ambos de 

dos mil diecinueve, la Ministra instructora tuvo por rendidos los 

informes requeridos a los Poderes Ejecutivo y Legislativo del 

Estado de Morelos, respectivamente. Cabe señalar que con 

motivo de la omisión del órgano legislativo de remitir completos 

los antecedentes legislativos de las diversas normas 

impugnadas que son materia de este asunto, se le requirió 

nuevamente en el referido auto de tres de septiembre del año 

en curso, a fin de que diera cumplimiento a lo solicitado; 

asimismo, se le concedió una prórroga de tres días, en auto de 

diecinueve de septiembre siguiente. 
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SÉPTIMO. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de 

Morelos. Mediante oficio recibido el tres de junio de dos mil 

diecinueve en la Oficina de Certificación Judicial y 

Correspondencia de este Alto Tribunal, el Consejero Jurídico 

del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos rindió informe en los 

términos siguientes: 

 

• Acepta como cierto el acto que se le atribuye, referido a la 
promulgación y publicación de las normas impugnadas, y 
aduce que lo realizó conforme a las facultades previstas 
en los artículos 70, fracciones XVI y XVII, incisos a) y c), 
74 y 76 de la Constitución Política del Estado de Morelos, 
así como 9, fracción II, 11 y 22, fracción XXXVIII de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública de la entidad, 
por lo que sostiene la constitucionalidad de dichos actos. 
 

• Precisa que en ningún momento incurrió en violación a 
los dispositivos constitucionales que señala el 
demandante, máxime que se abstiene de formular 
conceptos de invalidez en los que reclame vicios propios 
derivados de la promulgación y publicación de las normas 
impugnadas; por lo que únicamente se encuentra llamado 
a esta instancia constitucional cumpliendo el requisito 
formal de llamar a los órganos que las hubiesen expedido 
o promulgado. 
 

• Resalta que la ley de ingresos municipal impugnada en 
este asunto, se encuentra en estrecha relación con la 
autonomía hacendaria municipal y la libre administración 
de los recursos del Municipio, entendido como el régimen 
que estableció el Poder Reformador de la Constitución a 
efecto de fortalecer su autonomía, con el fin de que 
puedan tener la libre disposición y aplicación de aquellos, 
a fin de satisfacer sus necesidades en los términos que 
fijen las leyes y en cumplimiento de sus fines públicos. 
 

• En ese orden de ideas, considera que la acción de 
inconstitucionalidad planteada debe sobreseerse, al 
actualizarse las causales de improcedencia que refiere. 
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OCTAVO. Informe del Poder Legislativo del Estado de 

Morelos. Mediante oficio recibido el trece de junio de dos mil 

diecinueve en la Oficina de Certificación Judicial y 

Correspondencia de este Alto Tribunal, el Presidente de la 

Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos rindió 

informe en los términos siguientes. 

 

• Contrario a lo señalado por el accionante, el Congreso del 
Estado de Morelos expide las leyes de ingresos a 
propuesta de los Municipios, quienes presentan sus 
iniciativas de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 115, fracción IV, penúltimo párrafo, de la 
Constitución Federal; 32 y 40, fracción XXIX y 115, 
párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado de 
Morelos. 
 

• De conformidad con la fracción IV, del artículo 31 de la 
Constitución General de la República, se establece la 
obligación de los mexicanos de contribuir para los gastos 
públicos de la federación, estados y Municipios donde 
residan, en la manera proporcional y equitativa que 
dispongan las leyes. Asimismo, dicho precepto instituye 
la titularidad impositiva a favor de los tres órdenes de 
gobierno mencionados, quienes como sujetos activos 
únicos y originarios de la relación tributaria, determinan y 
recaudan las contribuciones que los particulares como 
sujetos pasivos obligados deben cubrir para el 
sostenimiento del Estado. 
 

• La regulación de las contribuciones que corresponden al 
Municipio será necesariamente el resultado de un 
proceso legislativo distinto al ordinario, pues se trata de 
una facultad de propuesta o iniciativa reforzada, cuya 
peculiaridad radica en que sólo pueden ser modificadas 
sobre la base de un proceso de reflexión apoyado en 
razones sustentadas con una base objetiva y pública, 
atendiendo al criterio contenido en la jurisprudencia P./J. 
111/2006.1 

 

1 “HACIENDA MUNICIPAL. EN EL CASO DE LOS TRIBUTOS A QUE SE 
REFIERE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 115 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EXISTE UNA 
POTESTAD TRIBUTARIA COMPARTIDA ENTRE LOS MUNICIPIOS Y EL 
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NOVENO. Pedimento del Fiscal General de la 

República y manifestaciones del Consejero Jurídico del 

Ejecutivo Federal. Los referidos funcionarios no formularon 

manifestación alguna o pedimento concreto.  

 

DÉCIMO. Cierre de instrucción. Mediante acuerdo de 

nueve de octubre de dos mil diecinueve, la Ministra instructora 

cerró la instrucción del asunto a efecto de elaborar el proyecto 

de resolución correspondiente.   

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para 

resolver la presente acción de inconstitucionalidad de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, 

inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos2, 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación3, en relación con el Punto Segundo, 

 

ESTADO EN EL PROCESO DE SU FIJACIÓN.” (Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, octubre de dos mil seis, 
página 1129, registro 174091). 
2 Constitución Federal 
“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los 
términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: (…) 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la 
posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: (…) 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de 
carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado 
de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. 
Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes 
en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas.” 
3 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación   
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fracción II, del Acuerdo General 5/20134 de trece de mayo de 

dos mil trece, toda vez que la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos promueve el presente medio de control 

constitucional contra normas generales al considerar que su 

contenido es inconstitucional. 
 

 

 

 

 

 

 

 

SEGUNDO. Oportunidad. El artículo 60 de la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos5 

establece que el plazo para la presentación de la acción de 

inconstitucionalidad es de treinta días naturales contados a 

partir del día siguiente al que se publicó la norma impugnada.  

 

En el caso, las normas impugnadas fueron expedidas 

mediante Decreto 5690, publicado en el Periódico Oficial de la 

entidad federativa el veintiséis de marzo de dos mil diecinueve.  

 

El plazo de treinta días naturales transcurrió del 

veintisiete de marzo al veinticinco de abril de dos mil 

diecinueve, como se aprecia en el siguiente calendario: 

 

“Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que 
se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.” 
4 Acuerdo General 5/2013 
“Segundo. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
conservará para su resolución: 
[…] 
II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así 
como los recursos interpuestos en éstas en los que sea necesaria su 
intervención.” 
5 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos   
“Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de 
treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o 
tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio 
oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el 
primer día hábil siguiente. 
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles.” 
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Marzo de 2019 

Doming

o 

Lune

s 

Marte

s 

Miércole

s 

Jueve

s 

Vierne

s 

Sábad

o 
24 25 26 27 28 29 30 

Abril de 2019 
31 1 2 3 4 5 6 

7 8 9 10 11 12 13 
14 15 16 17 18 19 20 

21 22 23 24 25 26 27 

 

En ese sentido, si la demanda promovida se recibió en la 

Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación el jueves veinticinco de 

abril de dos mil diecinueve, se concluye que su presentación 

resulta oportuna. 

 

TERCERO. Legitimación. De acuerdo con el artículo 

105, fracción II, incisos g) de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos6, la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos es un ente legitimado para promover el 

presente medio de control constitucional; por otra parte, el 

primer párrafo del artículo 11 de la Ley Reglamentaria de la 

materia7 señala que los promoventes deben comparecer a 

 

6 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los 
términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: […] 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la 
posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución; 
(…) 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de 
carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado 
de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. 
Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes 
en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas. 
(…).” 
7 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado 
deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos 
de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, 
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juicio por conducto de los funcionarios que legalmente estén 

facultados para ello. 

 

En el caso, la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos comparece por conducto de su Presidente, quien 

exhibió copia certificada del acuerdo de designación del 

Senado de la República de fecha trece de noviembre de dos 

mil catorce y acorde con las fracciones I y XI del artículo 15 de 

la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos8 

ejerce la representación legal de ese órgano autónomo y 

cuenta con la facultad para promover acciones de 

inconstitucionalidad, en la medida en que insiste que las 

normas impugnadas resultan violatorias a derechos humanos. 

 

Por lo tanto, si en el caso se promovió la presente acción 

en contra de preceptos contenidos en leyes de ingresos de 

diversos Municipios del Estado de Morelos para el ejercicio 

fiscal 2019, es evidente que el accionante tiene legitimación 

para impugnarlos. 

 

CUARTO. Procedencia. Las cuestiones relativas a la 

procedencia de la acción de inconstitucionalidad son de estudio 

preferente, por lo que deben analizarse las que sean 

 

se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y 
cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.” 
8 Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
“Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes 
facultades y obligaciones:  
I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional (…) 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter 
federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales 
celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por  el Senado de la República, 
que vulneren los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los 
tratados internacionales de los que México sea parte.” 
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formuladas por las partes, así como aquéllas que este Alto 

Tribunal advierta de oficio. 

 

En el caso, el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos 

planteó la causal de improcedencia referente a la falta de 

conceptos de invalidez en los que se reclamen vicios propios de 

los actos de promulgación y de publicación de los Decretos 

impugnados.  

 

El argumento planteado debe desestimarse, al no 

constituir una causa de improcedencia en términos del artículo 

19 de la Ley Reglamentaria que rige a las controversias 

constitucionales y a las acciones de inconstitucionalidad, acorde 

con la jurisprudencia P./J. 38/20109 de este Tribunal Pleno, de 

rubro y datos de identificación siguientes: “ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD. DEBE DESESTIMARSE LA 

CAUSA DE IMPROCEDENCIA PLANTEADA POR EL PODER 

EJECUTIVO LOCAL EN QUE ADUCE QUE AL PROMULGAR 

 

9 “Si en una acción de inconstitucionalidad el Poder Ejecutivo Local plantea que 
dicho medio de control constitucional debe sobreseerse por lo que a dicho Poder 
corresponde, en atención a que la promulgación y publicación de la norma 
impugnada las realizó conforme a las facultades que para ello le otorga algún 
precepto, ya sea de la Constitución o de alguna ley local, debe desestimarse la 
causa de improcedencia planteada, pues dicho argumento no encuentra cabida 
en alguna de las causales previstas en el artículo 19 de la Ley Reglamentaria de 
las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al cual remite el numeral 65 del mismo ordenamiento, este 
último, en materia de acciones de inconstitucionalidad. Lo anterior es así, 
porque el artículo 61, fracción II, de la referida Ley, dispone que en el escrito por 
el que se promueva la acción de inconstitucionalidad deberán señalarse los 
órganos legislativo y ejecutivo que hubieran emitido y promulgado las normas 
generales impugnadas y su artículo 64, primer párrafo, señala que el Ministro 
instructor dará vista al órgano legislativo que hubiere emitido la norma y al 
ejecutivo que la hubiere promulgado, para que dentro del plazo de 15 días 
rindan un informe que contenga las razones y fundamentos tendentes a 
sostener la validez de la norma general impugnada o la improcedencia de la 
acción. Esto es, al tener injerencia en el proceso legislativo de las normas 
generales para otorgarle plena validez y eficacia, el Poder Ejecutivo Local se 
encuentra invariablemente implicado en la emisión de la norma impugnada en la 
acción de inconstitucionalidad, por lo que debe responder por la conformidad de 
sus actos frente a la Constitución General de la República.” 
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Y PUBLICAR LA NORMA IMPUGNADA SÓLO ACTUÓ EN 

CUMPLIMIENTO DE SUS FACULTADES”. (Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXI, abril 

de dos mil diez, página 1419, registro 164865). 

 

Ahora bien, al no existir otro motivo de improcedencia 

planteado por las partes ni advertirse alguno de oficio por este 

Tribunal Pleno, se procede a realizar el estudio de fondo. 

 

QUINTO. Catálogo de temas que serán analizados en 

la presente resolución. El análisis de los conceptos de 

violación formulados por los accionantes se realizará, por 

cuestión de método, conforme a lo siguiente. 

 

CONSIDERANDO TEMA 

SEXTO 
Las normas impugnadas establecen un impuesto 
adicional en relación con diversas contribuciones 
y derechos municipales. 

SÉPTIMO 
La norma impugnada prevé una contribución por la 
prestación del servicio por el servicio de 
alumbrado público. 

OCTAVO 
Las normas impugnadas establecen diversas 
multas fijas. 

NOVENO 
La norma impugnada transgrede los derechos 
humanos de identidad y gratuidad por el registro 
de nacimiento. 

DÉCIMO 

La norma impugnada establece cobros excesivos 
por la reproducción de información pública en 
disco compacto (“CD”) y disco versátil digital 
(“DVD). 

 

SEXTO. Las normas impugnadas establecen un 

impuesto adicional, en violación a los principios de 

seguridad jurídica, legalidad y proporcionalidad tributaria. 

En su primer concepto de invalidez, la promovente impugna los 

artículos 11 de la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala; 8 de 

la Ley de Ingresos del Municipio de Coatlán del Río; 8 de la Ley 
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de Ingresos del Municipio de Mazatepec; 10 y 11 de la Ley de 

Ingresos del Municipio de Tlaltizapán de Zapata; 26 de la Ley 

de Ingresos del Municipio de Xochitepec; y 8 de la Ley de 

Ingresos del Municipio de Zacualpan de Amilpas, todos del 

Estado de Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, pues 

establecen un impuesto adicional cuyo objeto graba el importe 

total de los pagos que haya realizado el contribuyente por 

concepto de impuestos y derechos municipales, lo cual 

considera viola los derechos a la seguridad jurídica y legalidad, 

así como el principio de proporcionalidad tributaria contenidos 

en los artículos 14, 16 y 31, fracción IV, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues ello de 

ninguna manera refleja la capacidad contributiva de los 

causantes. 

 

Sostiene que el impuesto adicional impugnado no se 

encuentra diseñado para gravar en un segundo nivel una 

determinada manifestación de riqueza sujeta previamente a 

imposición a través de un impuesto primario, como es el caso 

de sobretasas u otras contribuciones adicionales que giran en 

torno de una misma actividad denotativa de capacidad 

contributiva, cuya constitucionalidad se encuentra justificada en 

el artículo 115, fracción IV, inciso a), de la Constitución General 

de la República. 

 

Explica que el impuesto controvertido fue estructurado 

para gravar de manera global los pagos de contribuciones 

municipales que efectúen los causantes, por lo que su hecho 

imponible se materializa al momento de cumplir con esa 

obligación tributaria, cuestión que se aleja por completo de una 
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manifestación económica que refleje una real capacidad 

contributiva. 

 

Así, afirma que el impuesto adicional impugnado no 

participa de la misma naturaleza jurídica del impuesto 

primigenio sobre el que se calcula su monto, pues no se 

encuentra circunscrito a una sola contribución mediante el pago 

de un doble porcentaje, sino que su objeto son todos los pagos 

por concepto de impuestos y derechos municipales. 

 

El contenido de las normas impugnadas en este 

apartado, se transcribe a continuación: 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE AYALA, MORELOS,  
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

 
ARTÍCULO 11. ES OBJETO DEL IMPUESTO ADICIONAL LA REALIZACIÓN DE 
PAGOS POR CONCEPTO DE IMPUESTOS Y DERECHOS MUNICIPALES, 
PREVISTOS EN LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE AYALA PARA EL 
EJERCICIO FISCAL 2019, TAL Y COMO LO SEÑALAN LOS ARTÍCULOS 119 AL 
125, DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE 
MORELOS. 

SON SUJETOS DEL IMPUESTO ADICIONAL QUIENES TENGAN A SU 
CARGO, DIRECTA O SOLIDARIAMENTE, LOS PAGOS A QUE SE REFIERE EL 
PÁRRAFO ANTERIOR. DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL 
ARTÍCULO 120, DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

SON BASE DEL IMPUESTO ADICIONAL LOS PAGOS POR CONCEPTO 
DE IMPUESTOS Y DERECHOS PREVISTOS EN LA LEY DE INGRESOS DEL 
MUNICIPIO DE AYALA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019. 

LA TASA GENERAL DEL IMPUESTO SERÁ DEL 25% (VEINTICINCO POR 
CIENTO) SOBRE LA BASE QUE SEÑALA EL ARTÍCULO 121, DE LA LEY 
GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS Y SU 
APLICACIÓN SE HARÁ DE LA SIGUIENTE MANERA: 

EL IMPUESTO ADICIONAL REFERIDO A: 
A) IMPUESTO DE TRASLADO DE DOMINIO, ASÍ COMO DE LOS 

DERECHOS SOBRE FRACCIONAMIENTOS SE APLICARÁ COMO SIGUE: 

CONCEPTO TASA 

1. PARA APOYO A EDUCACIÓN 15% ADICIONAL 

2. PRO UNIVERSIDAD 5% ADICIONAL 

3. BOMBEROS 2.5% ADICIONAL 

4. ADICIONAL FAEDE 2.5% ADICIONAL 

B) LOS DEMÁS IMPUESTOS Y DERECHOS: 25% GENERAL PARA EL 
MUNICIPIO. 

LO ANTERIOR DE CONFORMIDAD EN LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 
123, DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE 
MORELOS. 

EL ENTERO DEL IMPUESTO SE HARÁ EN EL MOMENTO EN QUE SE 
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REALICEN LOS PAGOS OBJETO DEL GRAVAMEN, SEGÚN LO DISPONE EL 
ARTÍCULO 124, DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

PARA LOS EFECTOS A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 125, DE LA LEY 
GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, SÓLO 
PROCEDERÁ ALGUNA CONDONACIÓN DE ESTE IMPUESTO, CUANDO SE 
EMITA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL, RESOLUCIÓN DE CARÁCTER 
GENERAL, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES PREVISTAS EN ACTAS DE 
CABILDO CORRESPONDIENTES. 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE COATLÁN DEL RÍO, MORELOS,  
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

 
ARTÍCULO 8.- ES OBJETO DEL IMPUESTO ADICIONAL LA REALIZACIÓN DE 
PAGOS POR CONCEPTO DE IMPUESTOS Y DERECHOS MUNICIPALES 
PREVISTOS EN ESTA LEY, SERÁN SUJETOS AL PAGO DE DICHO IMPUESTO 
LOS SUJETOS QUE TENGAN A SU CARGO DIRECTA O SOLIDARIAMENTE LOS 
PAGOS A QUE SE REFIERE ESTE ARTÍCULO, ES BASE PARA ESTE IMPUESTO 
LOS PAGOS POR CONCEPTO DE IMPUESTOS Y DERECHOS, LA TASA 
GENERAL DEL IMPUESTO SERÁ DEL 25%. CONFORME A LA SIGUIENTE 
TABLA: 

CONCEPTO TASA 

4.1.1.9.01 IMPUESTO ADICIONAL SOBRE 
IMPUESTOS Y DERECHOS MENCIONADOS EN 
ESTA LEY 

25% 

RESPECTO DEL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 125 DE LA LEY GENERAL 
DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, LA CONDONACIÓN DE 
ESTA CONTRIBUCIÓN SÓLO PROCEDERÁ CUANDO SE REALICE POR LOS 
PRESIDENTES MUNICIPALES O LOS AYUNTAMIENTOS, EN EJERCICIO DE LAS 
FACULTADES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 38 DEL CÓDIGO FISCAL PARA EL 
ESTADO DE MORELOS. 

ESTE IMPUESTO NO SERÁ OBJETO DE REDUCCIÓN, SU APLICACIÓN 
SE HARÁ SOBRE LA BASE DEL CRÉDITO PRINCIPAL. ASÍ COMO CUALQUIER 
MODIFICACIÓN QUE TENGA ESTE IMPUESTO. 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE MAZATEPEC, MORELOS,  
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

ARTÍCULO 8.- ES OBJETO DEL IMPUESTO ADICIONAL LA REALIZACIÓN DE 
PAGOS POR CONCEPTO DE IMPUESTOS Y DERECHOS MUNICIPALES 
PREVISTOS EN LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE MAZATEPEC PARA 
EL EJERCICIO FISCAL 2019, TAL Y COMO LO SEÑALA EL ARTÍCULO 119 DE LA 
LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS. 

SON SUJETOS DEL IMPUESTO ADICIONAL QUIENES TENGAN A SU 
CARGO, DIRECTA O SOLIDARIAMENTE, LOS PAGOS A QUE SE REFIERE EL 
PÁRRAFO ANTERIOR. DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL 
ARTÍCULO 120 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

SON BASE DEL IMPUESTO ADICIONAL LOS PAGOS POR CONCEPTO 
DE IMPUESTOS Y DERECHOS PREVISTOS EN LA LEY DE INGRESOS DEL 
MUNICIPIO DE MAZATEPEC PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019. 

18-01. LA TASA GENERAL DEL IMPUESTO SERÁ DEL 25% 
(VEINTICINCO POR CIENTO) SOBRE LA BASE QUE SEÑALA EL ARTÍCULO 122 
Y 123, DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE 
MORELOS. 

EL IMPUESTO ADICIONAL REFERIDO A: 
8-01-1 IMPUESTO DE TRASLADO DE DOMINIO, ASÍ COMO DE LOS 

DERECHOS SOBRE FRACCIONAMIENTOS SE APLICARÁ COMO SIGUE: 
8-01-1-1 EL 15% SE ASIGNA PARA APOYO A EDUCACIÓN; 
18-01-1-2 EL 5% SE ASIGNA PRO-UNIVERSIDAD; 
18-01-1-3 EL 2.5% SE ASIGNA A FONDO DE FOMENTO A LA 
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INDUSTRIALIZACIÓN; Y, 
18-01-1-4 EL 2.5% SE ASIGNA AL FAEDE. 
LO ANTERIOR SE SUMARÍA AL 1.5% DE LOS INGRESOS PROPIOS, 

PARTICIPACIONES FEDERALES E INGRESOS COORDINADOS CON QUE YA 
CUENTA DICHO FONDO. 

18-02 LOS DEMÁS IMPUESTOS Y DERECHOS. 
25% GENERAL PARA EL MUNICIPIO. 
EL ENTERO DEL IMPUESTO SE HARÁ EN EL MOMENTO EN QUE SE 

REALICEN LOS PAGOS OBJETO DEL GRAVAMEN, SEGÚN LO DISPONE EL 
ARTÍCULO 124 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

PARA LOS EFECTOS A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 125 DE LA LEY 
GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, SÓLO 
PROCEDERÁ ALGUNA CONDONACIÓN DE ESTE IMPUESTO, CUANDO SE 
EMITA POR LA PRESIDENTA MUNICIPAL, RESOLUCIÓN DE CARÁCTER 
GENERAL, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 
96 DEL CÓDIGO FISCAL PARA EL ESTADO DE MORELOS Y DEMÁS RELATIVOS 
APLICABLES DEL MISMO ORDENAMIENTO 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE TLALTIZAPÁN DE ZAPATA, 
MORELOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

 
ARTÍCULO 10.- ES OBJETO DEL IMPUESTO ADICIONAL LA REALIZACIÓN DE 
PAGOS POR CONCEPTO DE IMPUESTOS Y DERECHOS MUNICIPALES 
PREVISTOS EN LA PRESENTE LEY, LO ANTERIOR DE CONFORMIDAD EN LO 
DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 119, 120, 121, 122, 123, 124 Y 125, DE LA LEY 
GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS.” 
 
ARTÍCULO 11.- SON SUJETOS DEL IMPUESTO ADICIONAL QUIENES TENGAN 
A SU CARGO, DIRECTA O SOLIDARIAMENTE, LOS PAGOS A QUE SE REFIERE 
EL ARTÍCULO ANTERIOR. ES BASE DEL IMPUESTO LOS PAGOS POR 
CONCEPTO DE IMPUESTOS Y DERECHOS PREVISTOS EN LA LEY DE 
INGRESOS DEL MUNICIPIO. 

LA TASA GENERAL DEL IMPUESTO SERÁ DEL 25% SOBRE LA BASE 
QUE SEÑALA EL ARTÍCULO 121, DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA 
MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS. 

EL ENTERO DEL IMPUESTO SE HARÁ EN EL MOMENTO EN QUE SE 
REALICEN LOS PAGOS OBJETO DEL GRAVAMEN. 

IMPUESTO ADICIONAL GENERADO POR TRASLADO DE DOMINIO, SE 
APLICARÁ COMO SIGUE: 

I. EL 15% SE ASIGNA PARA APOYO A EDUCACIÓN; 
II. EL 5% SE ASIGNA PRO-UNIVERSIDAD; 
III. EL 2.5% SE ASIGNA AL EQUIPAMIENTO Y DESARROLLO DE LOS 

CUERPOS DE BOMBEROS MUNICIPALES, Y 
IV. EL 2.5% SE ASIGNA AL FAEDE. 
LO ANTERIOR SE SUMARÍA AL 1.5% DE LOS INGRESOS PROPIOS, 

PARTICIPACIONES FEDERALES E INGRESOS COORDINADOS CON QUE YA 
CUENTA DICHO FONDO. 

LOS DEMÁS IMPUESTOS Y DERECHOS. 
25% GENERAL PARA EL MUNICIPIO. 

 

 
LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE XOCHITEPEC, MORELOS,  

PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 
 
ARTÍCULO 26.- ES OBJETO DEL IMPUESTO ADICIONAL LA REALIZACIÓN DE 
PAGOS POR CONCEPTO DE IMPUESTOS Y DERECHOS MUNICIPALES 
PREVISTOS EN LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE XOCHITEPEC, 
MORELOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, TAL Y COMO LO SEÑALAN LOS 
ARTÍCULOS 119 AL 125 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL 
ESTADO DE MORELOS. 
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SON SUJETOS DEL IMPUESTO ADICIONAL QUIENES TENGAN A SU 
CARGO, DIRECTA O SOLIDARIAMENTE, LOS PAGOS A QUE SE REFIERE EL 
PÁRRAFO ANTERIOR, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL 
ARTÍCULO 119 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

SON BASE DEL IMPUESTO ADICIONAL LOS PAGOS POR CONCEPTO 
DE IMPUESTOS Y DERECHOS PREVISTOS EN LA PRESENTE LEY DE 
INGRESOS. 

LA TASA GENERAL DEL IMPUESTO SERÁ DEL 25% (VEINTICINCO POR 
CIENTO) SOBRE LA BASE QUE SEÑALA EL ARTÍCULO 121, RELACIONADO 
CON EL ARTÍCULO 123, DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL 
ESTADO DE MORELOS: 

EL IMPUESTO ADICIONAL REFERIDO A: 
A) IMPUESTO DE TRASLADO DE DOMINIO, ASÍ COMO DE LOS 

DERECHOS SOBRE FRACCIONAMIENTOS SE APLICARÁ COMO SIGUE:: 

1.8.1.1 PARA APOYO A EDUCACIÓN 15% ADICIONAL 

18.1.2 PRO UNIVERSIDAD 5% ADICIONAL 

1.8.1.3 EQUIPAMIENTO Y DESARROLLO DE 
LOS CUERPOS DE BOMBEROS MUNICIPALES 

2.5% ADICIONAL 

1.8.1.4 ADICIONAL FAEDE 2.5% ADICIONAL 

B) LOS DEMÁS IMPUESTOS Y DERECHOS: 25% GENERAL PARA EL 
MUNICIPIO. 

EL ENTERO DEL IMPUESTO SE HARÁ EN EL MOMENTO EN QUE SE 
REALICEN LOS PAGOS OBJETO DEL GRAVAMEN, SEGÚN LO DISPONE EL 
ARTÍCULO 124 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

PARA LOS EFECTOS A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 125 DE LA LEY 
GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, SÓLO 
PROCEDERÁ ALGUNA CONDONACIÓN DE ESTE IMPUESTO, CUANDO SE 
EMITA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL, RESOLUCIÓN DE CARÁCTER 
GENERAL, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 
96 EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 12, DEL CÓDIGO FISCAL PARA EL 
ESTADO DE MORELOS.” 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZACUALPAN DE AMILPAS, 
MORELOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

 
ARTÍCULO 8.- ES OBJETO DEL IMPUESTO ADICIONAL LA REALIZACIÓN DE 
PAGOS POR CONCEPTO DE IMPUESTOS Y DERECHOS MUNICIPALES 
PREVISTOS EN LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZACUALPAN DE 
AMILPAS PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, TAL Y COMO LO SEÑALA EL 
ARTÍCULO 119 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

SON SUJETOS DEL IMPUESTO ADICIONAL QUIENES TENGAN A SU 
CARGO, DIRECTA O SOLIDARIAMENTE, LOS PAGOS A QUE SE REFIERE EL 
PÁRRAFO ANTERIOR. DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL 
ARTÍCULO 120 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

SON BASE DEL IMPUESTO ADICIONAL LOS PAGOS POR CONCEPTO 
DE IMPUESTOS Y DERECHOS PREVISTOS EN LA LEY DE INGRESOS DEL 
MUNICIPIO DE ZACUALPAN DE AMILPAS PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019. 

1.8.1.1 LA TASA GENERAL DEL IMPUESTO SERÁ DEL 25% 
(VEINTICINCO POR CIENTO) SOBRE LA BASE QUE SEÑALA EL ARTÍCULO 121, 
DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS. 

EL ENTERO DEL IMPUESTO SE HARÁ EN EL MOMENTO EN QUE SE 
REALICEN LOS PAGOS OBJETO DEL GRAVAMEN, SEGÚN LO DISPONE EL 
ARTÍCULO 124 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

PARA LOS EFECTOS A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 125 DE LA LEY 
GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, SÓLO 
PROCEDERÁ ALGUNA CONDONACIÓN DE ESTE IMPUESTO, CUANDO SE 
EMITA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL, RESOLUCIÓN DE CARÁCTER 
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GENERAL, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES DEL CÓDIGO FISCAL PARA 
EL ESTADO DE MORELOS. 

EL IMPUESTO ADICIONAL REFERIDO A: 
A) IMPUESTO DE TRASLADO DE DOMINIO, ASÍ COMO LOS DERECHOS 

SOBRE FRACCIONAMIENTOS SE APLICARÁ COMO SIGUE: 
I. EL 15% SE ASIGNA PARA EL APOYO A EDUCACION; 
II. EL 5% SE ASIGNA PRO-UNIVERSIDAD; 
III. EL 2.5% SE ASIGNA AL FONDO DE FOMENTO A LA 

INDUSTRIALIZACION; Y 
IV. EL 2.5% SE ASIGNA AL FAEDE. 
LO ANTERIOR SE SUMARÍA AL 1.5% DE LOS INGRESOS PROPIOS, 

PARTICIPANTES FEDERALES E INGRESOS COORDINADOS CON QUE YA 
CUENTA DICHO FONDO. 

B) LOS DEMÁS IMPUESTOS Y DERECHOS. 

 

Son fundados los conceptos de invalidez que formula la 

promovente, conforme a lo siguiente: 

 

De la lectura de los dispositivos reclamados se desprende 

que establecen un impuesto adicional a cargo de quienes 

realicen, directa o solidariamente, pagos por concepto de 

impuestos y derechos municipales previstos en la Ley de 

Ingresos municipal correspondiente, a una tasa general de 25% 

(veinticinco por ciento) sobre la base que señala la Ley General 

de Hacienda Municipal del Estado de Morelos.  

 

Al respecto, la Segunda Sala de este Alto Tribunal, al 

resolver la contradicción de tesis 114/2013, en sesión de 

doce de junio de dos mil trece, determinó que el impuesto 

adicional previsto en los artículos 119 a 12510 de la Ley General 

 

10 Ley General de Hacienda Municipal del Estado de Morelos. 
“CAPÍTULO TERCERO 

DEL IMPUESTO ADICIONAL 
Artículo 119.- Es objeto del impuesto adicional la realización de pagos por 
concepto de impuestos y derechos municipales previstos en la Ley de Ingresos 
del Municipio. 
Artículo 120.- Son sujetos del impuesto adicional quienes tengan a su cargo, 
directa o solidariamente, los pagos a que se refiere el Artículo anterior. 
Artículo 121.- Es base del impuesto los pagos por concepto de impuestos y 
derechos previstos en la Ley de Ingresos del Municipio. 
Artículo 122.- La tasa general del impuesto será del 25% sobre la base que 
señala el Artículo 121 y su aplicación se hará según lo dispone el Artículo 123 de 
esta Ley. 
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de Hacienda Municipal del Estado de Morelos, resulta violatorio 

del principio de proporcionalidad tributaria consagrado en el 

artículo 31, fracción IV, constitucional, en la medida en que 

tiene como hecho imponible el cumplimiento de la obligación 

tributaria de pago del contribuyente de los impuestos y 

derechos municipales a que se encuentre obligado, lo cual no 

atiende a su verdadera capacidad contributiva, ya que los 

pagos de esas contribuciones no revelan una manifestación de 

riqueza por parte del gobernado.  

 

De dicho asunto derivó la jurisprudencia 2a./J. 126/2013 

(10a.)11, de rubro y datos de identificación siguientes:  

 

(REFORMADO, P.O. 3 DE FEBRERO DE 2016) 
Artículo 123.- El Impuesto adicional referido a: 
(F. DE E., P.O. 24 DE FEBRERO DE 2016) 
a).- Impuesto de traslado de dominio, así como de los derechos sobre 
fraccionamientos se aplicará como sigue: 
I. El 15% se asigna para apoyo a educación; 
II. El 5% se asigna Pro-Universidad; 
(REFORMADA, P.O. 22 DE FEBRERO DE 2017) 
III. El 2.5% se asigna al equipamiento y desarrollo de los Cuerpos de Bomberos 
Municipales, y 
IV. El 2.5% se asigna al FAEDE. 
Lo anterior se sumaría al 1.5% de los ingresos propios, participaciones federales 
e ingresos coordinados con que ya cuenta dicho fondo. 
(F. DE E., P.O. 24 DE FEBRERO DE 2016) 
b).- Los demás impuestos y derechos. 
25% General para el Municipio. 
Artículo 124.- El entero del impuesto se hará en el momento en que se realicen 
los pagos objeto del gravamen. 
Artículo 125.- Este impuesto no será objeto de reducción, su aplicación se hará 
sobre la base del crédito principal.” 
11 “Los preceptos citados, al establecer un impuesto adicional a cargo de las 
personas físicas o morales que realicen pagos por concepto de impuestos y 
derechos municipales en la mencionada entidad federativa, ya sea en su 
carácter de responsables directos o solidarios, violan el principio de 
proporcionalidad tributaria consagrado en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no existe 
congruencia entre el mecanismo impositivo que prevén y la capacidad 
contributiva de los sujetos pasivos, ya que no fue diseñado para gravar en un 
segundo nivel determinada manifestación de riqueza previamente sujeta a 
imposición, a través de un impuesto primario, como operan las ‘sobretasas’ u 
otras contribuciones adicionales -cuyo hecho imponible gira en torno a una 
misma actividad denotativa de capacidad económica-, sino que fue estructurado 
para gravar globalmente todos los pagos de contribuciones municipales 
efectuados por los causantes, por lo que su hecho imponible se materializa al 
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“IMPUESTO ADICIONAL. LOS ARTÍCULOS 119 A 
125 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA 
MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS QUE LO 
PREVÉN, VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.” (Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XXIV, septiembre de dos mil trece, 
tomo 2, página 1288, registro 2004487). 

 

Siguiendo con estas ideas, este Tribunal Pleno estima 

que las disposiciones impugnadas en el presente apartado, al 

prever la existencia de un impuesto adicional cuyo objeto es 

“(…) la realización de pagos por concepto de impuestos y 

derechos municipales (…)”, resultan violatorias a los 

derechos de legalidad y seguridad jurídica, así como al 

principio de proporcionalidad tributaria, contenidos en los 

artículos 14, 16 y 31, fracción IV, de la Constitución Federal. 

 

Lo anterior, pues es evidente que el impuesto adicional 

previsto en las normas cuya invalidez se reclama, busca gravar 

de manera global todos los pagos de contribuciones 

municipales que efectúen los sujetos pasivos del tributo, por lo 

que su hecho imponible se materializa precisamente al 

momento de cumplir con esa obligación tributaria. 

 

Cabe recordar que este Tribunal Pleno al resolver la 

acción de inconstitucionalidad 29/2008, en sesión de doce 

de mayo de dos mil ocho, determinó que la tasa adicional o 

sobretasa participa de los mismos elementos constitutivos de la 

 

momento de cumplir con esa obligación tributaria. Por consiguiente, el aludido 
gravamen adicional no participa de la misma naturaleza jurídica del impuesto 
primigenio, pues no se circunscribe a una sola contribución mediante el pago de 
un doble porcentaje, sino que tiene por objeto gravar todos los pagos por 
concepto de impuestos y derechos municipales previstos en la Ley de Ingresos 
del Municipio de que se trate del Estado de Morelos, por lo que es inconcuso que 
dicho actuar no refleja la capacidad contributiva de los causantes.” 
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contribución primigenia y solamente se aplica un doble 

porcentaje a la base imponible; en cambio, en los impuestos 

adicionales el objeto imponible es diferente, aunque puede 

participar de alguno de los elementos del impuesto primario. 

 

En el caso, el impuesto adicional impugnado no busca 

gravar en un segundo nivel una determinada manifestación de 

riqueza que estuviera previamente sujeta a imposición por un 

impuesto primigenio, ni participa de la misma naturaleza 

jurídica de éste, en la medida en que no se circunscribe a una 

sola contribución mediante el pago de un doble porcentaje, sino 

que tiene por objeto todos los pagos por concepto de 

impuestos y derechos municipales previstos en la Ley de 

Ingresos del Municipio respectivo del Estado de Morelos. 

 

Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez de los 

artículos 11 de la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala; 8 de 

la Ley de Ingresos del Municipio de Coatlán del Río; 8 de la Ley 

de Ingresos del Municipio de Mazatepec; 10 y 11 de la Ley de 

Ingresos del Municipio de Tlaltizapán de Zapata; 26 de la Ley 

de Ingresos del Municipio de Xochitepec; y 8 de la Ley de 

Ingresos del Municipio de Zacualpan de Amilpas, todos del 

Estado de Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, pues el 

impuesto que establecen tiene como base el cumplimiento de 

la obligación tributaria de pago de los impuestos y derechos 

municipales a que se encuentre obligado el contribuyente, lo 

cual desatiende a su verdadera capacidad contributiva, pues no 

denota una manifestación de riqueza por parte del causante 
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SÉPTIMO. El artículo 17, penúltimo y último párrafos, 

de la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala, Morelos, para 

el ejercicio fiscal 2019, viola los principios de seguridad 

jurídica y proporcionalidad tributaria, al establecer una 

contribución por la prestación del servicio de alumbrado 

público. En su segundo concepto de invalidez, la accionante 

impugna el precepto referido, pues considera que establece 

una contribución por la prestación de un servicio público cuyo 

objeto o hecho imponible lo constituye el servicio de alumbrado 

público; sin embargo, su base gravable es un importe del 7% 

(siete por ciento) sobre el consumo de energía eléctrica 

contenido en los recibos que al efecto expida la Comisión 

Federal de Electricidad y, en su caso, el 3% (tres por ciento) del 

valor catastral de un predio (baldío, urbano y suburbano) y 

cuando el propietario respectivo haya resultado favorable al 

amparo de una resolución constitucional, montos que no 

guardan relación con el consumo de energía eléctrica de los 

usuarios, el valor catastral de los predios relativos, ni con el 

hecho de resultar favorecidos por una sentencia constitucional, 

aunado a que se hace pasar una contribución a la que se 

denomina “derecho”, cuya verdadera naturaleza es la de un 

impuesto. 

 

Las porciones normativas impugnadas establecen lo 

siguiente: 

 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE AYALA, MORELOS,  
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

 
“CAPÍTULO V DEL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO (DAP)  

ARTÍCULO 17. (…)  
(…) 
LOS DERECHOS POR SERVICIOS DE ALUMBRADO PÚBLICO SE 

CAUSARÁN Y LIQUIDARÁN DE CONFORMIDAD CON LO SIGUIENTE:  
POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ILUMINACIÓN PÚBLICA, LOS 
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CONSUMIDORES DE ENERGÍA ELÉCTRICA, PAGARÁN UN DERECHO 
EQUIVALENTE AL 7% SOBRE EL IMPORTE DEL CONSUMO SEÑALADO EN LOS 
RECIBOS QUE, POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA 
EXPIDA LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, ESTE DERECHO SE 
DESTINARA EXCLUSIVAMENTE EN LA ILUMINACIÓN DE CALLES Y ACERAS 
PÚBLICAS.  

TRATÁNDOSE DE PROPIETARIOS O POSESIONARIOS DE PREDIOS 
BALDÍOS, URBANOS Y SUBURBANOS, PAGARÁN UN DERECHO EQUIVALENTE 
AL 3% DEL VALOR CATASTRAL DEL PREDIO, Y LOS PROPIETARIOS DE 
PREDIOS QUE HAYAN RESULTADO FAVORECIDOS AL AMPARO DE UNA 
RESOLUCIÓN CONSTITUCIONAL CON LO ESTABLECIDO EN EL PRIMER 
PÁRRAFO DE ESTE ARTÍCULO, PAGARÁN UN DERECHO EQUIVALENTE AL 3% 
DE VALOR CATASTRAL DEL PREDIO. CUANDO EL IMPORTE RESULTE MENOR 
A LA MITAD DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN SE APLICARÁ ÉSTA 
COMO CUOTA MÍNIMA ANUAL. ESTE DERECHO SERÁ COBRADO JUNTO CON 
EL PAGO DEL IMPUESTO PREDIAL. 

(…)” 

 

Resultan fundados los argumentos que plantea la 

accionante. 

 

En primer término, este Tribunal Pleno al resolver la 

acción de inconstitucionalidad 7/2013, en sesión de ocho de 

agosto de dos mil trece, por unanimidad de votos, así como las 

diversas 21/2012 y 22/2012, en sesión de veintiocho de mayo 

de dos mil doce, ha declarado la invalidez de normas como la 

que se impugna en este asunto, esencialmente por lo siguiente. 

 

De conformidad con los artículos 73, fracción XXIX, 

numeral 5o, inciso a), y 115, fracciones III, inciso b) y IV, inciso 

c), ambos de la Constitución Federal12, corresponde al 

 

12 Constitución Federal 
“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: (…) 
XXIX. Para establecer contribuciones: (…) 
5o. Especiales sobre: 
a). Energía eléctrica; (…) 
Las entidades federativas participarán en el rendimiento de estas contribuciones 
especiales, en la proporción que la ley secundaria federal determine. Las 
legislaturas locales fijarán el porcentaje correspondiente a los Municipios, en sus 
ingresos por concepto del impuesto sobre energía eléctrica. (…) 
Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de 
gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo 
como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, 
el municipio libre, conforme a las bases siguientes: (…) 
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Congreso de la Unión establecer contribuciones especiales 

sobre energía eléctrica y los Municipios tendrán a su cargo, 

entre otros, el servicio de alumbrado público y tienen derecho a 

recibir, entre otros, los ingresos derivados por la prestación de 

ese servicio, y en caso de utilizar la institución jurídica de los 

“derechos” para su financiamiento, es facultad de las 

legislaturas locales aprobar las leyes de ingresos municipales 

que los contenga, atendiendo al principio de reserva de ley que 

obliga que las contribuciones tengan esta fuente normativa. De 

esta forma, como consecuencia de esa atribución, los 

Municipios pueden realizar el cobro de los derechos con motivo 

de la prestación del servicio de alumbrado público.  

 

 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos 
siguientes: (…) 
b) Alumbrado público. (…) 
Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las 
funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán 
lo dispuesto por las leyes federales y estatales. (…) 
IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de 
los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las 
contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en 
todo caso: (…) 
c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. (…) 
Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las 
contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en 
relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o 
subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas 
contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la 
Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales bienes 
sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier 
título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 
Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las 
legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, 
contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y 
construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la 
propiedad inmobiliaria 
Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los 
municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de 
egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos 
disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a 
lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución. 
Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa 
por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley; (…)” 
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Atendiendo a ello, es necesario establecer la naturaleza 

de la contribución que prevé la disposición impugnada, es 

decir, si se trata de una contribución prevista por el artículo 73 

de la Constitución Federal, o si, por el contrario, se trata del 

establecimiento de un derecho como aduce la propia norma 

combatida. 

 

En esos términos, del artículo 31, fracción IV,13 de la 

Constitución Federal se desprenden los principios 

constitucionales tributarios de reserva de ley, destino al gasto 

público, proporcionalidad y equidad, aplicables tanto a nivel 

federal como en el de los Estados, la Ciudad de México y los 

Municipios, los cuales, además de constituir derechos 

fundamentales, enuncian las características que permiten 

construir un concepto jurídico de tributo o contribución, 

conforme a lo siguiente: 

 

• Toda contribución tiene su fuente en el poder de 

imperio del Estado.  

• Constituyen prestaciones en dinero y 

excepcionalmente en especie o en servicios.  

• Sólo se pueden crear mediante ley.  

• Se encuentran afectos a fines esencialmente 

recaudatorios, es decir, tienen por destino el gasto público, sin 

que se niegue la posibilidad de servir a propósitos de política 

económica.  

 

13 Constitución Federal. 
“Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos: (…) 
IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como de los 
Estados, de la Ciudad de México y del Municipio en que residan, de la manera 
proporcional y equitativa que dispongan las leyes.” 
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• Los criterios de justicia tributaria son el de 

proporcionalidad o capacidad contributiva y el de equidad.  

 

Así, el concepto jurídico de contribución o tributo aplicable 

a todos los niveles de gobierno, puede definirse como un 

ingreso de derecho público –normalmente pecuniario– 

destinado al financiamiento de los gastos generales obtenido 

por un ente de igual naturaleza –Federación, Estados o 

Municipios–, titular de un derecho de crédito frente al 

contribuyente, cuya obligación surge de la ley, la cual debe 

gravar un hecho indicativo de capacidad económica, dando un 

trato equitativo a todos los contribuyentes. 

 

Ahora bien, el concepto constitucional de contribución o 

tributo conforma distintas especies, las cuales comparten una 

estructura compuesta por sus elementos esenciales14, los que, 

 

14 Los elementos esenciales de toda contribución son: sujeto, hecho imponible, 
base imponible, tasa o tarifa y época de pago, los cuales pueden explicarse de la 
manera siguiente:  
a) Sujeto: La persona física o moral que actualiza el hecho imponible, quedando 
vinculada de manera pasiva por virtud del nacimiento de la obligación jurídico-
tributaria. 
b) Hecho Imponible: Es el presupuesto de naturaleza jurídica o económica 
fijado por la ley para configurar cada tributo y de cuya realización depende el 
nacimiento de la obligación tributaria; es el hecho definidor o configurador que 
identifica a cada tributo, más aún, que legitima la imposición en cuanto a que 
sólo por su realización puede producirse la sujeción al tributo. El hecho imponible 
debe ser, en todos los casos, un elemento fijado por la ley; se trata siempre de 
un hecho de naturaleza jurídica, creado y definido por la norma, y que no existe 
hasta que ésta lo ha descrito o tipificado. 
c) Base Imponible: La magnitud o valor representativo de la riqueza constitutiva 
del elemento objetivo del hecho imponible, que sirve para la determinación 
líquida del crédito fiscal, una vez que se aplica a dicho concepto la tasa o tarifa. 
d) Tasa o Tarifa: Es la cantidad porcentual o determinada que se aplica sobre la 
base imponible para efecto de obtener como resultado la determinación del 
crédito fiscal. 
e) Época de Pago: Momento o plazo dentro del cual la obligación es exigible y 
por tanto debe ser cubierta por el sujeto pasivo de la obligación tributaria. 
Al respecto, debe decirse que aun cuando la última parte del primer párrafo del 
artículo 5o.  Código Fiscal de la Federación señala como elementos del tributo al 
sujeto, objeto, base, y a la tasa o tarifa, debe entenderse que el término “objeto” 
se refiere a un aspecto más complejo de los elementos del tributo, denominado 
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por un lado, permiten determinar su naturaleza y, por otro, son 

el punto de partida para el análisis de su regularidad 

constitucional.  

 

Pues bien, aun cuando los mencionados componentes de 

los tributos son una constante estructural, su contenido es 

variable, pues se presentan de manera distinta según el tipo de 

contribución que se analice, dotando a cada tributo de una 

naturaleza propia. 

 

Ello, teniendo en cuenta que, de acuerdo con la 

autonomía de las entidades federativas y con el sistema de 

distribución de competencias previsto en la Constitución 

General de la República, tanto la Federación como los Estados 

para sí y para sus Municipios, tienen libertad para configurar las 

categorías de las contribuciones o tributos, imprimiendo los 

matices correspondientes a su realidad; sin embargo, esta 

libertad no autoriza al legislador para desnaturalizar estas 

instituciones, por lo que deben respetar sus notas esenciales 

tanto en lo referente a su naturaleza como contribución, como a 

las notas de sus especies. 

 

En relación con lo anterior, a nivel federal el artículo 2o. 

del Código Fiscal de la Federación establece la clasificación de 

las contribuciones distinguiendo cuatro especies del género 

contribución, a saber: impuestos, aportaciones de seguridad 

social, contribuciones de mejoras y derechos, los cuales 

conceptualiza como sigue: 

 

 

hecho imponible y, en particular, a su aspecto objetivo, esto es, la riqueza 
manifestada a través de la realización del supuesto previsto en ley. 
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“Artículo 2o. Las contribuciones se clasifican en 
impuestos, aportaciones de seguridad social, 
contribuciones de mejoras y derechos, las que se 
definen de la siguiente manera: 
 
I. Impuestos son las contribuciones establecidas 
en ley que deben pagar las personas físicas y 
morales que se encuentran en la situación jurídica 
o de hecho prevista por la misma y que sean 
distintas de las señaladas en las fracciones II, III y 
IV de este artículo. 
 
II. Aportaciones de seguridad social son las 
contribuciones establecidas en ley a cargo de 
personas que son sustituidas por el Estado en el 
cumplimiento de obligaciones fijadas por la ley en 
materia de seguridad social o a las personas que 
se beneficien en forma especial por servicios de 
seguridad social proporcionados por el mismo 
Estado. 
 
III. Contribuciones de mejoras son las establecidas 
en Ley a cargo de las personas físicas y morales 
que se beneficien de manera directa por obras 
públicas. 
 
IV. Derechos son las contribuciones establecidas 
en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes 
del dominio público de la Nación, así como por 
recibir servicios que presta el Estado en sus 
funciones de derecho público, excepto cuando se 
presten por organismos descentralizados u 
órganos desconcentrados cuando, en este último 
caso, se trate de contraprestaciones que no se 
encuentren previstas en la Ley Federal de 
Derechos. También son derechos las 
contribuciones a cargo de los organismos públicos 
descentralizados por prestar servicios exclusivos 
del Estado. 
 
Cuando sean organismos descentralizados los que 
proporcionen la seguridad social a que hace 
mención la fracción II, las contribuciones 
correspondientes tendrán la naturaleza de 
aportaciones de seguridad social. 
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Los recargos, las sanciones, los gastos de 
ejecución y la indemnización a que se refiere el 
séptimo párrafo del artículo 21 de este Código son 
accesorios de las contribuciones y participan de la 
naturaleza de éstas. Siempre que en este Código se 
haga referencia únicamente a contribuciones no se 
entenderán incluidos los accesorios, con 
excepción de lo dispuesto en el artículo 1o.” 
 

Ahora, el artículo 20, fracción II, del Código Fiscal para el 

Estado de Morelos, define los derechos de la siguiente forma: 

 
“Artículo 20. Las contribuciones se clasifican en 
impuestos, derechos y contribuciones especiales, 
que se definen de la siguiente manera: (…) 
 
II. Derechos son las contraprestaciones 
establecidas en la Ley por los servicios públicos 
que presta el Estado o los Municipios, las 
Entidades Paraestatales, Paramunicipales o 
Intermunicipales, en sus funciones de derecho 
público, así como los generados por el uso o 
aprovechamiento de los bienes de dominio 
público; y (…).” 

 

Por su parte, la Ley General de Hacienda Municipal del 

Estado de Morelos, en su artículo 144, ubicado en el Capítulo 

Quinto, denominado “De los Servicios de Alumbrado Público”, 

dispone lo siguiente: 

 
“Artículo 144. Es objeto de este derecho la 
prestación del servicio de alumbrado público para 
los habitantes del Municipio. Se entiende por 
servicio de alumbrado público, el que el Municipio 
otorga a la comunidad en calles, plazas, jardines y 
lugares de usos común. 
 
Los ingresos que se perciban por este concepto se 
destinarán al pago, mantenimiento y mejoramiento 
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del servicio de alumbrado público que proporcione 
el Ayuntamiento.” 
 

Asimismo, el numeral 146 del referido ordenamiento local, 

prevé: 

 
“Artículo 146. La base para el cálculo de este 
derecho será la que se apruebe por el Congreso del 
Estado, a propuesta de los Municipios, dentro de 
cada una de las leyes de ingresos municipales, 
respetando el principio de proporcionalidad y 
equidad que debe imperar entre el costo por el 
servicio que preste el Municipio y la 
contraprestación que eroguen los ciudadanos.” 

 

Lo hasta aquí expuesto permite afirmar que el hecho 

imponible de las contribuciones denominadas “derechos”, lo 

constituye una actuación de los órganos del Estado a través del 

régimen de servicio público, o bien, el uso o aprovechamiento 

de los bienes del dominio público de la Nación; mientras que en 

el caso de los “impuestos” el hecho imponible está constituido 

por hechos o actos que, sin tener una relación directa con la 

actividad del ente público, ponen de manifiesto de manera 

relevante la capacidad contributiva del sujeto pasivo. No está 

por demás agregar que, si bien la exigencia de capacidad 

contributiva es nota de las contribuciones, en el caso de los 

impuestos, que es su especie más importante, este aspecto 

cobra mayor relevancia.  

 

Cabe resaltar que el hecho imponible tiene un carácter 

especial entre los componentes del tributo, pues constituye el 

presupuesto para el nacimiento de la obligación tributaria y 

además sirve como elemento de identificación del tributo, pues 

ante una situación de normalidad se evidencia la categoría a la 
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que pertenece la contribución. Esta situación de normalidad 

tiene como presupuesto la congruencia entre dicho elemento y 

la base imponible, ya que mientras el primero ubica la 

situación, hecho, acto o actividad denotativa de capacidad 

contributiva, el segundo representa su magnitud cuantificable, 

erigiéndose en premisa para la determinación líquida de la 

contribución.  

 

Así, el hecho imponible otorga efectos jurídicos a la 

actualización de la hipótesis normativa, debido a que la 

situación, hecho, acto o actividad constituye el reflejo de la 

capacidad contributiva del sujeto que la actualiza y no una 

consecuencia jurídica derivada de la voluntad del legislador de 

manera arbitraria. 

 

Por tanto, el hecho imponible requiere de un elemento 

adicional para concretar el monto de la obligación tributaria, de 

manera que se respete el principio de proporcionalidad 

tributaria en la medida en que exista congruencia entre el 

hecho imponible y la cuantificación de su magnitud, función que 

le corresponde al elemento tributario conocido como base 

imponible.  

 

La exigencia de congruencia entre el hecho imponible y la 

base, además de ser un requisito de proporcionalidad, es una 

cuestión de lógica interna de los tributos, pues de lo contrario 

existiría imprecisión en torno al aspecto objetivo efectivamente 

gravado y cuál es la categoría tributaria que efectivamente se 

regula, lo que puede incidir en la competencia de la autoridad 
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legislativa, pues ésta puede carecer de facultades 

constitucionales para gravar determinado hecho o acto.  

 

En efecto, la distorsión de la relación entre el hecho 

imponible y la base lógicamente conduce a una imprecisión 

respecto del aspecto objetivo u objeto que pretendió gravar el 

legislador, pues mientras el hecho imponible atiende a un 

objeto, la base mide un objeto distinto. 

 

Sin embargo, este conflicto debe resolverse atendiendo a 

la base imponible, pues sirve para la determinación pecuniaria 

del tributo, siendo la medida que representa a la que se aplica 

la tasa o tarifa, razón por la cual su análisis jurídico revela el 

verdadero aspecto objetivo del hecho imponible gravado por el 

legislador, que se encuentra oculto en la base y que, incluso, 

no necesita de la realización del hecho imponible ficticio para el 

surgimiento de la obligación, lo cual, en algunas ocasiones, 

podrá demostrar que un impuesto grava un objeto diferente al 

que refiere su hecho imponible o que una contribución es un 

impuesto o una contribución de mejoras y no un derecho y 

viceversa.  

 

Sentado lo anterior, en el caso, el artículo 17 de la Ley de 

Ingresos del Municipio de Ayala, Morelos, para el ejercicio fiscal 

2019, en las porciones normativas que impugna el accionante, 

impone a los contribuyentes el deber de pagar el derecho por 

alumbrado público en calles y aceras públicas, con base en 

una cuota establecida para tal efecto, distinguiendo dos 

supuestos: 
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a)  El 7% (siete por ciento) sobre el consumo de energía 

eléctrica señalado en los recibos que, por la prestación de tal 

servicio, expida la Comisión Federal de Electricidad; y 

b)  El 3% (tres por ciento) sobre el valor catastral de un 

predio (baldío, urbano o suburbano, según sea el caso), así 

como para aquellos propietarios de predios que hayan 

resultado favorecidos con una resolución constitucional con 

respecto a lo establecido en el primer párrafo del propio artículo 

17 de la citada ley. 

 

Por lo que se refiere al primer supuesto, este Tribunal 

Pleno observa que la armonía que debe existir en los 

elementos esenciales del tributo relativos a un “derecho” se 

rompe al establecer que la base para su cálculo sea el importe 

del consumo de energía eléctrica de los usuarios. 

 

En el caso, el hecho de que la base imponible establezca 

como magnitud o valor denotativo de capacidad contributiva el 

consumo de energía eléctrica, implica que se encuentra 

relacionada con un hecho imponible que no responde a una 

actividad del ente público por concepto del servicio de 

alumbrado público. 

 

Según quedó expuesto, el conflicto entre el aspecto 

objetivo que denota el hecho imponible y el que indica la base 

debe resolverse en favor del previsto en ésta, pues es el que 

servirá para el cálculo del tributo que se liquidará con base en 

el consumo de energía eléctrica e irá variando según aumente 

o disminuya dicho consumo, lo cual se refiere a un hecho, acto, 
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situación o actividad denotativos de capacidad contributiva 

ajenos a la actividad del ente público. 

 

El anterior razonamiento permite descubrir la verdadera 

naturaleza del tributo referido al consumo de energía eléctrica 

de los usuarios, puesto que al haber identificado el hecho 

imponible real, que se encuentra en la base, es dable concluir 

que se trata de una contribución perteneciente a la 

categoría de los impuestos, ya que la naturaleza de las 

contribuciones se debe apreciar en relación con su propia 

estructura y no con el nombre con el que el legislador las 

denomine.15 

 

En el orden de ideas expuesto, el primer supuesto de las 

porciones normativas impugnadas denomina como “derecho” la 

cuota de pago del 7% (siete por ciento) sobre el consumo de 

energía eléctrica señalado en los recibos que, por la prestación 

de tal servicio, expida la Comisión Federal de Electricidad, 

materialmente se trata de un impuesto sobre el consumo 

de energía eléctrica, tributo que es competencia exclusiva 

de la Federación, razón por la cual resulta contrario a lo 

previsto por el artículo 73, fracción XXIX, numeral 5o, inciso a), 

de la Constitución Federal. 

 

15 Al respecto, es aplicable por analogía la tesis sustentada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, desde la Séptima Época, de rubro, texto 
y datos de identificación siguientes: “TRIBUTOS. SU ESTUDIO DEBE 
REALIZARSE DE ACUERDO CON SU VERDADERA NATURALEZA 
JURÍDICA, INDEPENDIENTEMENTE DE LA DENOMINACIÓN QUE LE DEN 
LAS PARTES O INCLUSO LA LEY. Aun cuando la ley atacada de 
inconstitucionalidad llame al tributo controvertido ‘derecho’; y las autoridades 
responsables lo conceptúen como ‘derecho de cooperación’, y el quejoso se 
empeñe en sostener que es un ‘impuesto especial’, lo cierto es que este 
Supremo Tribunal debe analizar el gravamen de acuerdo con su verdadera 
naturaleza jurídica independientemente de la denominación que le den las 
partes.” (Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, volumen 79, 
primera parte, página 28, registro 232852). 
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Al respecto, resultan aplicables al caso la jurisprudencia 

P.616 emitida por el Tribunal Pleno, así como la diversa 

2a./J.25/200417 de la Segunda Sala de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de rubros y datos de identificación 

siguientes: 

 
“ALUMBRADO PÚBLICO, DERECHOS POR 
SERVICIO DE. LAS LEYES O CODIGOS LOCALES 
QUE ESTABLECEN COMO REFERENCIA PARA SU 
COBRO LA CANTIDAD QUE SE PAGA POR EL 
CONSUMO DE ENERGIA ELECTRICA SON 
INCONSTITUCIONALES PORQUE INVADEN LA 
ESFERA DE ATRIBUCIONES DE LA FEDERACION.” 
(Jurisprudencia P.6, Semanario Judicial de la 

 

16 “De conformidad con lo dispuesto en el artículo 73, fracción XXIX, inciso 5o., 
subinciso a), de la Constitución, es facultad del Congreso de la Unión establecer 
contribuciones sobre el consumo de energía eléctrica; ahora bien, cuando en los 
códigos y leyes locales se prevé que los derechos por servicio de alumbrado 
público se calculen tomándose como base la cantidad que se paga por consumo 
de energía eléctrica, en realidad se establece un gravamen sobre dicho consumo 
y no un derecho previsto por la legislación local. En efecto, debe existir una 
relación lógica entre el objeto de una contribución y su base, principio que 
se rompe en casos como éstos, pues ninguna relación hay entre lo que se 
consume de energía eléctrica y la cantidad que debe pagarse por el 
servicio de alumbrado público, debiendo concluirse que en realidad se trata 
de una contribución establecida por las legislaturas locales al consumo de 
fluido eléctrico, con lo cual invaden la esfera de facultades exclusivas de la 
Federación y contravienen la Constitución General de la República.” 
17 “La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de 
jurisprudencia 2a./J. 158/2002, estableció que si no se impugnó oportunamente 
la Ley de Hacienda para los Municipios de esa entidad federativa, que prevé los 
sujetos, objeto, base y época de pago de la "contribución especial por servicio de 
alumbrado público", debe tenerse por consentida, y que al emitirse anualmente 
las Leyes de Ingresos para cada Municipio de ese Estado, surge la posibilidad 
de impugnar en amparo sólo respecto de la tasa ahí prevista; ahora bien, en 
virtud de que los porcentajes de dicha tasa se hacen depender de las tarifas 
que para la venta del servicio público de energía eléctrica establece la Ley 
de Servicio Público de Energía Eléctrica y su Reglamento, cuya emisión 
compete al ámbito federal, así como las contribuciones correspondientes 
según lo establece el artículo 73, fracciones X y XXIX, inciso 5o., subinciso a) de 
la Constitución Federal, cuando se impugnen las citadas leyes de ingresos, en 
cuanto a este elemento, también es aplicable, en términos del artículo 76 bis, 
fracción I, de la Ley de Amparo, la tesis jurisprudencial temática P./J. 6/88 de 
rubro: "ALUMBRADO PÚBLICO, DERECHOS POR SERVICIO DE. LAS LEYES 
O CÓDIGOS LOCALES QUE ESTABLECEN COMO REFERENCIA PARA SU 
COBRO LA CANTIDAD QUE SE PAGA POR EL CONSUMO DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA SON INCONSTITUCIONALES PORQUE INVADEN LA ESFERA 
DE ATRIBUCIONES DE LA FEDERACIÓN.”. 
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Federación, Octava Época, tomo I, primera parte-1, 
enero-junio de mil novecientos ochenta y ocho, página 
134, registro 206077). 
 
“ALUMBRADO PÚBLICO. LAS DIVERSAS LEYES 
DE INGRESOS DE LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO 
DE GUANAJUATO PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2003, QUE PREVÉN LA TASA APLICABLE A ESA 
CONTRIBUCIÓN ESPECIAL, INVADEN LA ESFERA 
DE ATRIBUCIONES DE LA FEDERACIÓN." 
(Jurisprudencia 2a./J.25/2004, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIX, 
marzo de dos mil cuatro, página 317, registro 182038). 

 

En esos términos, es claro que la legislatura del Estado 

de Morelos carece de facultades para gravar el consumo de 

energía eléctrica, toda vez que ello es facultad exclusiva del 

Congreso de la Unión, en términos del artículo 73, fracción 

XXIX, numeral 5o, inciso a), último párrafo, de la Constitución 

Federal.18 

 

En efecto, el precepto constitucional citado determina que 

las entidades federativas tendrán participación –en los términos 

que establezca la ley federal correspondiente– en el 

rendimiento de la contribución especial que el Congreso de la 

Unión fije a la energía eléctrica y que las legislaturas locales 

determinarán el porcentaje (del ingreso que reciba la entidad 

federativa de que se trate por concepto de esas 

participaciones) que le tocará a los Municipios; sin embargo, de 

 

18 Constitución Federal 
“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: (…) 
XXIX. Para establecer contribuciones: (…) 
5o. Especiales sobre: 
a). Energía eléctrica; (…) 
Las entidades federativas participarán en el rendimiento de estas contribuciones 
especiales, en la proporción que la ley secundaria federal determine. Las 
legislaturas locales fijarán el porcentaje correspondiente a los Municipios, 
en sus ingresos por concepto del impuesto sobre energía eléctrica. (…)” 
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ninguna manera autoriza que las legislaturas locales 

establezcan impuestos sobre energía eléctrica. 

 

Ahora bien, por lo que se refiere al segundo supuesto, 

en la cual la norma impugnada establece, para los propietarios 

o posesionarios de predios baldíos, urbanos y suburbanos, la 

obligación de pago de un derecho equivalente al 3% (tres por 

ciento) del valor catastral del inmueble, así como para aquellos 

propietarios de predios que hayan resultado favorecidos con 

una resolución constitucional con respecto a lo establecido en 

el primer párrafo del propio artículo 17 de la citada ley, quienes 

también pagarán un derecho equivalente al 3% (tres por ciento) 

de valor catastral del predio, este Tribunal Pleno observa que 

tales supuestos no se encuentran basados en el consumo de 

energía eléctrica del usuario. 

 

Al respecto, es criterio de este Alto Tribunal19 que para la 

cuantificación de las cuotas en el caso de los derechos por 

 

19 Acorde con la tesis de jurisprudencia P./J. 3/98, de rubro: “DERECHOS POR 
SERVICIOS. SUBSISTE LA CORRELACIÓN ENTRE EL COSTO DEL 
SERVICIO PÚBLICO PRESTADO Y EL MONTO DE LA CUOTA. No obstante 
que la legislación fiscal federal, vigente en la actualidad, define a los derechos 
por servicios como las contribuciones establecidas en la ley por los servicios que 
presta el Estado en sus funciones de derecho público, modificando lo 
consignado en el Código Fiscal de la Federación de 30 de diciembre de 1966, el 
cual en su artículo 3o. los definía como ʹlas contraprestaciones establecidas por 
el poder público, conforme a la ley, en pago de un servicioʹ, lo que implicó la 
supresión del vocablo ʹcontraprestaciónʹ; debe concluirse que subsiste la 
correlación entre el costo del servicio público prestado y el monto de la cuota, ya 
que entre ellos continúa existiendo una íntima relación, al grado que resultan 
interdependientes, pues dicha contribución encuentra su hecho generador en la 
prestación del servicio. Por lo anterior, siendo tales características las que 
distinguen a este tributo de las demás contribuciones, para que cumpla con los 
principios de equidad y proporcionalidad que establece la fracción IV del artículo 
31 constitucional, debe existir un razonable equilibrio entre la cuota y la 
prestación del servicio, debiendo otorgarse el mismo trato fiscal a los que reciben 
igual servicio, lo que lleva a reiterar, en lo esencial, los criterios que este Alto 
Tribunal ya había establecido conforme a la legislación fiscal anterior, en el 
sentido de que el establecimiento de normas que determinen el monto del tributo 
atendiendo al capital del contribuyente o a cualquier otro elemento que refleje su 
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servicio, debe identificarse, por una parte, el tipo de servicio 

público de que se trate y, por la otra, el costo que le representa 

al Estado prestar ese servicio, ya que no pueden considerarse 

para tales efectos, aspectos ajenos a éstos, como lo sería la 

situación particular del contribuyente o cualquier otro elemento 

distinto al costo; ya que ello implicaría el que se violen los 

principios tributarios de proporcionalidad y equidad que 

consagra la fracción IV del artículo 31 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que no se 

estaría atendiendo al costo que para el Estado representa 

prestar el servicio, ni se estaría cobrando un mismo monto 

a todos aquellos que reciben el mismo servicio. 

 

En efecto, las porciones normativas analizadas 

transgreden los principios tributarios de proporcionalidad y 

equidad que consagra la fracción IV del artículo 31 de la 

Constitución Federal, toda vez que para calcular el monto del 

derecho por la prestación del servicio de alumbrado público, no 

se atiende al costo que le representa al Municipio prestar 

ese servicio, sino que introduce elementos ajenos a éste, a fin 

de determinar la base del tributo y, por ende, el monto del 

derecho que se debe enterar mensualmente, en concreto: el 

valor de un inmueble; lo que provoca, por una parte, que los 

contribuyentes no tributen de manera proporcional, desde la 

perspectiva que debe tomarse en cuenta tratándose de la 

 

capacidad contributiva, puede ser correcto tratándose de impuestos, pero no de 
derechos, respecto de los cuales debe tenerse en cuenta ordinariamente el costo 
que para el Estado tenga la ejecución del servicio; y que la correspondencia 
entre ambos términos no debe entenderse como en derecho privado, de manera 
que el precio corresponda exactamente al valor del servicio prestado, pues los 
servicios públicos se organizan en función del interés general y sólo 
secundariamente en el de los particulares.” (Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, tomo VII, enero de mil novecientos noventa y ocho, 
página 54, registro 196933). 
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contribución denominada “derecho” y, por la otra, que se dé un 

trato desigual a los gobernados al establecerse diversos 

montos por la prestación de un mismo servicio. 

 

De esta forma, el hecho de que la legislatura local hubiere 

establecido que la base del derecho por servicio de alumbrado 

público, se obtendría a partir de aspectos que nada tienen que 

ver con el costo que le representa al Municipio prestar ese 

servicio, sino en dado caso, con la capacidad económica del 

contribuyente en función del valor del inmueble, provoca 

que el mismo sea inconstitucional, por lo que procede declarar 

su invalidez. 

 

Resulta aplicable al caso, por identidad de razón, la 

jurisprudencia P./J. 120/200720, de rubro: “DERECHOS POR 

SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO. EL ARTÍCULO 83, 

PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE INGRESOS Y 
 

20 “La citada porción normativa, al establecer en relación con el pago del derecho 
por la prestación del servicio de alumbrado público, que tratándose de 
propietarios o posesionarios de predios baldíos, urbanos y suburbanos, debe 
cuantificarse mediante una tasa del .05% del valor catastral del predio, o bien, 
tratándose de propietarios de predios que hubieren resultado favorecidos al 
amparo de una resolución constitucional respecto de lo establecido en el primer 
párrafo del artículo 83 de la citada Ley, mediante una tasa de .08% del valor 
catastral del predio, transgrede los principios de proporcionalidad y equidad 
tributaria contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, porque no toma en cuenta el costo global del 
servicio que presta el Municipio, sino un elemento ajeno, como es el valor 
catastral del predio, lo que conduce a que por un mismo servicio los 
contribuyentes paguen una mayor o menor cantidad, pues se fija en términos de 
la capacidad contributiva del destinatario del servicio, lo que da una escala de 
mínimos a máximos en función de dicha capacidad, por el valor catastral del 
predio respectivo, siendo esto aplicable a los impuestos, no a los derechos cuya 
naturaleza es distinta. Incluso, se hace más evidente el trato inequitativo y 
desproporcional, porque la norma establece dos tasas distintas a aplicarse sobre 
el valor catastral del predio (.05% o .08%, dependiendo del caso), sin que sea 
una razón objetiva de distinción entre ambos tipos de causantes que reciben en 
última instancia un mismo servicio por el que tendrán que pagar cantidades 
disímiles; es decir, no se atiende al costo global del servicio prestado, pues si 
bien los derechos no necesariamente deben fijarse con exactitud matemática en 
relación con el costo del servicio prestado, sí deben guardar vinculación con 
éste.” 
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PRESUPUESTO DE EGRESOS DEL MUNICIPIO DE 

GUAYMAS, SONORA, QUE ESTABLECE LOS DERECHOS 

RELATIVOS PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2007, 

TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD 

Y EQUIDAD TRIBUTARIA.” (Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVI, diciembre 

de dos mil siete, página 985, registro 170766). 

 

Similares consideraciones fueron sustentadas por el 

Pleno de este Alto Tribunal al resolver la acción de 

inconstitucionalidad 18/2012, en sesión de veintiocho de 

mayo de dos mil dice. 

 

Por los razonamientos expuestos, debe declararse la 

invalidez del artículo 17 de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Ayala, Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, en sus porciones 

normativas que dicen: 

 
“LOS DERECHOS POR SERVICIOS DE 
ALUMBRADO PÚBLICO SE CAUSARÁN Y 
LIQUIDARÁN DE CONFORMIDAD CON LO 
SIGUIENTE:  
 
 
POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE 
ILUMINACIÓN PÚBLICA, LOS CONSUMIDORES DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA, PAGARÁN UN DERECHO 
EQUIVALENTE AL 7% SOBRE EL IMPORTE DEL 
CONSUMO SEÑALADO EN LOS RECIBOS QUE, 
POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA EXPIDA LA COMISIÓN FEDERAL DE 
ELECTRICIDAD, ESTE DERECHO SE DESTINARA 
EXCLUSIVAMENTE EN LA ILUMINACIÓN DE 
CALLES Y ACERAS PÚBLICAS.  
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TRATÁNDOSE DE PROPIETARIOS O 
POSESIONARIOS DE PREDIOS BALDÍOS, 
URBANOS Y SUBURBANOS, PAGARÁN UN 
DERECHO EQUIVALENTE AL 3% DEL VALOR 
CATASTRAL DEL PREDIO, Y LOS PROPIETARIOS 
DE PREDIOS QUE HAYAN RESULTADO 
FAVORECIDOS AL AMPARO DE UNA 
RESOLUCIÓN CONSTITUCIONAL CON LO 
ESTABLECIDO EN EL PRIMER PÁRRAFO DE ESTE 
ARTÍCULO, PAGARÁN UN DERECHO 
EQUIVALENTE AL 3% DE VALOR CATASTRAL DEL 
PREDIO. CUANDO EL IMPORTE RESULTE MENOR 
A LA MITAD DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y 
ACTUALIZACIÓN SE APLICARÁ ÉSTA COMO 
CUOTA MÍNIMA ANUAL. ESTE DERECHO SERÁ 
COBRADO JUNTO CON EL PAGO DEL IMPUESTO 
PREDIAL.” 
 

 

OCTAVO. Las normas impugnadas establecen 

diversas multas fijas, en violación a los principios de 

seguridad jurídica y proporcionalidad tributaria. En su 

tercer concepto de invalidez, el promovente impugna los 

artículos 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52 y 53 de la Ley de 

Ingresos del Municipio de Ayala; 38, numerales 4.1.6.2.02.14; 

4.1.6.2.03.24.01 y 4.1.6.2.03.24.02 de la Ley de Ingresos del 

Municipio de Coatlán del Río; y 69, numeral 6.1.3.1.40 de la 

Ley de Ingresos del Municipio de Xochitepec, todos del Estado 

de Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, al establecer multas 

fijas relacionadas con temas como aprovechamientos de tipo 

corriente, sanciones impuestas por el juzgado cívico, así como 

infracciones en materia de tránsito y vialidad, protección al 

ambiente, licencias de funcionamiento, protección civil y 

normatividad de las construcciones. 
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Aduce, en esencia, que las multas fijas impugnadas 

constituyen sanciones desproporcionadas, excesivas, 

invariables e inflexibles, que no contienen un parámetro que 

incluyera un mínimo y un máximo, lo que impide a la autoridad 

administrativa individualizar la sanción correspondiente a través 

de la adecuada valoración de las circunstancias del caso, 

teniendo en cuenta la capacidad económica del infractor, la 

reincidencia y, en general, cualquier otra apta para evidenciar 

la gravedad de la falta, a fin de garantizar el derecho 

fundamental a la seguridad jurídica y el principio de 

proporcionalidad, en contravención a los artículos 14, 16 y 22 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Al respecto, menciona que el artículo 22 constitucional 

consagra el principio de proporcionalidad de las sanciones y 

prohíbe las multas excesivas, erigiéndose como una prohibición 

de injerencia del Estado al momento de establecer sanciones, 

a fin de ajustarse al grado de afectación del bien jurídico 

tutelado.  

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que este Alto Tribunal ha 

sustentado que los principios aplicables en materia penal 

también resultan aplicables a la materia del derecho 

administrativo sancionador, a fin de evitar la arbitrariedad en el 

actuar de la autoridad. 

 

Ahora bien, el artículo 22, primer párrafo, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos21 

 

21 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
“Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, 
la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa 



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 46/2019 

 
 

 

45 

 

establece, entre otras cuestiones, que en el orden jurídico 

nacional queda prohibida la imposición de multas excesivas y 

que toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y 

al bien jurídico afectado. 

 
Este Tribunal Constitucional ha sostenido en diversos 

precedentes que una multa es excesiva cuando la ley que la 

prevé no da posibilidad a quien debe imponerla, de determinar 

su monto o su cuantía, esto es, de considerar la gravedad de la 

infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia 

o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la gravedad o 

levedad de la infracción, a fin de individualizar el monto de la 

multa. Al respecto, es aplicable la jurisprudencia P./J. 9/9522, 

sustentada por el Pleno de este Tribunal Constitucional, se 

rubro: “MULTA EXCESIVA. CONCEPTO DE.” (Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo II, 

julio de mil novecientos noventa y cinco, página 5, registro 

200347). 

 

De esta forma, las multas deben guardar una relación de 

proporcionalidad frente a la infracción realizada, a fin de 
 

excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y 
trascendentales. Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al 
bien jurídico afectado. (…)” 
22 “De la acepción gramatical del vocablo "excesivo", así como de las 
interpretaciones dadas por la doctrina y por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, para definir el concepto de multa excesiva, contenido en el artículo 22 
constitucional, se pueden obtener los siguientes elementos: a) Una multa es 
excesiva cuando es desproporcionada a las posibilidades económicas del 
infractor en relación a la gravedad del ilícito; b) Cuando se propasa, va más 
adelante de lo lícito y lo razonable; y c) Una multa puede ser excesiva para unos, 
moderada para otros y leve para muchos. Por lo tanto, para que una multa no 
sea contraria al texto constitucional, debe establecerse en la ley que la autoridad 
facultada para imponerla, tenga posibilidad, en cada caso, de determinar su 
monto o cuantía, tomando en cuenta la gravedad de la infracción, la capacidad 
económica del infractor, la reincidencia, en su caso, de éste en la comisión del 
hecho que la motiva, o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la 
gravedad o levedad del hecho infractor, para así determinar 
individualizadamente la multa que corresponda.” 
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establecer su cuantía, para lo cual deberán considerarse, entre 

otras cuestiones, la reincidencia, las posibilidades económicas 

del infractor o la gravedad del ilícito.  

 

Por tanto, para que una multa sea acorde al texto 

constitucional, debe contener parámetros establecidos en 

cantidades o porcentajes mínimos y máximos, que permitan a 

las autoridades facultadas para imponerlas, determinar su 

monto de acuerdo a las circunstancias personales del infractor, 

su capacidad económica, la reincidencia o cualquier otro 

elemento del que se desprenda la levedad o gravedad de la 

infracción, ya que de lo contrario, el establecimiento de multas 

fijas que se apliquen a todos los infractores por igual, de 

manera invariable e inflexible, trae como consecuencia el 

exceso autoritario y un tratamiento desproporcionado a los 

infractores. Corroboran lo anterior, las jurisprudencias P./J. 

102/9923 y P./J. 17/200024, sustentadas por este Tribunal Pleno, 

de rubros: 

 

 

23 “Esta Suprema Corte ha establecido, en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/95, 
que las leyes que prevén multas fijas resultan inconstitucionales por cuanto al 
aplicarse a todos por igual de manera invariable e inflexible, propician excesos 
autoritarios y tratamiento desproporcionado a los particulares; sin embargo, no 
pueden considerarse fijas las multas establecidas por el legislador en 
porcentajes determinados entre un mínimo y un máximo, porque con base en 
ese parámetro, la autoridad se encuentra facultada para individualizar las 
sanciones de conformidad con la gravedad de la infracción, la capacidad 
económica del infractor, la reincidencia o cualquier otro elemento del que pueda 
inferirse la levedad o la gravedad del hecho infractor.” 
24 “El establecimiento de multas fijas es contrario a los artículos 22 y 31, fracción 
IV, de la Constitución, por cuanto que al aplicarse a todos los infractores por 
igual, de manera invariable e inflexible, propicia excesos autoritarios y 
tratamiento desproporcionado a los particulares. En virtud de ello, los requisitos 
considerados por este Máximo Tribunal para estimar que una multa es acorde al 
texto constitucional, se cumplen mediante el establecimiento, en la norma 
sancionadora, de cantidades mínimas y máximas, lo que permite a la autoridad 
facultada para imponerla, determinar su monto de acuerdo a las circunstancias 
personales del infractor, tomando en cuenta su capacidad económica y la 
gravedad de la violación.” 
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“MULTAS. LAS LEYES QUE LAS ESTABLECEN EN 
PORCENTAJES DETERMINADOS ENTRE UN 
MÍNIMO Y UN MÁXIMO, NO SON 
INCONSTITUCIONALES.” (Tesis: P./J. 102/99. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, tomo X, noviembre de mil novecientos 
noventa y nueve, página 31, registro 192858). 
 
“MULTAS. NO TIENEN EL CARÁCTER DE FIJAS 
LAS ESTABLECIDAS EN PRECEPTOS QUE 
PREVÉN UNA SANCIÓN MÍNIMA Y UNA MÁXIMA.” 
(Tesis: P./J. 17/2000. Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XI, 
marzo de dos mil, página 59, registro 192195). 
 

Precisado lo anterior, las normas impugnadas por la 

Comisión accionante, de las cuales alega que prevén multas 

fijas contrarias al artículo 22 constitucional, se refieren a 

diversos temas que, para efectos metodológicos, se mencionan 

en el siguiente cuadro: 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE AYALA, MORELOS,  

PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

NORMA 
IMPUGNADA 

TEMA PROPUESTA 

Artículo 44, 
inciso A) 

Infracciones a la Ley de 
Salud del Estado de 
Morelos o al Reglamento 
Municipal de Salud. 

Invalidez 

Artículo 44, 
inciso B) 

Hoteles Invalidez 

Artículo 44, 
inciso C) 

Bares, Centros de reunión 
de bebidas alcohólicas 

Invalidez 

Artículo 45, 
incisos A) al P) 

Multas por infracciones al 
Reglamento de Tránsito 

Validez 

Artículo 46 Infracciones en materia de 
protección al ambiente 

Invalidez 

Artículo 47 Sanciones impuestas por el 
Juez Cívico 

Invalidez 

Artículo 48 Sanciones impuestas por el 
Juez Cívico 

Invalidez 

Artículo 49 Sanciones del registro civil Invalidez 

Artículo 50 Sanciones y faltas Invalidez 
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administrativas en materia 
de licencias de 
funcionamiento 

Artículo 51 Multas por infracciones de 
protección civil. 

Invalidez 

Artículo 52 Infracciones a la 
normatividad de las 
construcciones 

Invalidez 

Artículo 53 Sanciones y faltas 
administrativas en 
establecimientos y locales 

Invalidez 

 

 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE COATLÁN DEL RÍO, 
MORELOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

NORMA 
IMPUGNADA 

TEMA PROPUESTA 

Artículo 38, 
numeral 
4.16.2.02.1425 

Penetrar a cementerios 
o edificios públicos 
fuera del horario 
establecido, sin 
autorización previa 

Invalidez 

Artículo 38, 
numerales 
4.1.6.2.03.24.01 y 
4.1.6.2.03.24.0226 

Por contingencias 
fitosanitarias. 

Invalidez 

 

 

 

 

 

 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE XOCHITEPEC, 
MORELOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

NORMA 
IMPUGNADA 

TEMA PROPUESTA 

Artículo 69, 
numeral 6.1.3.1.40 

Infracciones en materia 
ecológica y protección al 
ambiente. Por inicio de 
obra o construcción, 
limpia, despalme de 
terreno y no contar con 
los permisos, oficios de 
no afectación arbórea, y/o 
dictámenes 

Invalidez 

 

25 Porción normativa ubicada dentro del numeral “4.1.6.2.02. 
APROVECHAMIENTOS DEL ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA DE ACUERDO 
AL BANDO DE POLICÍA Y GOBIERNO DEL MUNICIPIO DE COATLÁN DEL 
RÍO, MORELOS:” 
26 Porciones normativas ubicadas dentro del numeral 4.1.6.2.03., denominado 
“POR INFRACCIONES EN MATERIA ECOLÓGICA” 
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correspondientes. 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta el parámetro 

constitucional expuesto en relación con el tema de multas fijas, 

de la lectura de las normas impugnadas bajo este rubro se 

advierte que, particularmente, en el artículo 45, primer párrafo, 

de la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala, Morelos, para el 

ejercicio fiscal 2019, se contempla un sistema de imposición 

máxima de sanciones para las infracciones de tránsito y 

vialidad, lo que, sin prever un rango mínimo de aplicación, 

permitiría a la autoridad administrativa la graduación de la 

multa correspondiente, al establecer: “Los aprovechamientos 

por las multas comprendidas en la presente sección, cuyo 

monto no establezca rangos máximos ni mínimos de 

aplicación, constituyen el importe máximo que la autoridad 

municipal podrá imponer al infractor”. 

 

Por tanto, es claro que las multas previstas en dicho 

precepto, para las infracciones en materia de tránsito y validad, 

no constituyen multas fijas contrarias al artículo 22 

constitucional, al establecer con claridad la sanción máxima 

que podrá establecer la autoridad, sin que pase desapercibido 

que, en algunos supuestos, esa infracción máxima la constituye 

una Unidad de Medida y Actualización (“UMA”) –por ejemplo, el 

inciso F) del artículo 45, en el punto 2)–, por lo que no sería 

jurídicamente factible establecer como límite al parámetro 

sancionador esa unidad en sí misma considerada, toda vez que 

esos supuestos constituirían una multa fija en sentido estricto; 

por tanto se estima que el parámetro sancionatorio en dicho 

artículo encuentra su límite en 0.1 (cero punto uno) Unidad de 

Medida y Actualización (“UMA”). 
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Es aplicable al caso, por analogía, la tesis 2a. CXXV/9927, 

de rubro: “MULTAS FIJAS. LAS LEYES QUE EMPLEAN LA 

PREPOSICIÓN "HASTA", NO SON INCONSTITUCIONALES” 

(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, tomo X, octubre de 1999, página 586, registro 193176). 

 

Lo anterior, sin desconocer que la autoridad 

administrativa que imponga las multas a que se refiere el 

artículo 45 de la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala, 

Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, al ser el parámetro 

máximo de sanción, deberá, en todo caso, fundar y motivar su 

decisión, atendiendo a los mandatos del artículo 16 

constitucional y conforme al criterio contenido en la 

jurisprudencia 2a./J. 127/9928, de rubro: “MULTA FISCAL 

 

27 “Esta Suprema Corte ha establecido que las leyes, al establecer multas, deben 
contener las reglas adecuadas para que las autoridades impositoras tengan la 
posibilidad de fijar su monto o cuantía, tomando en cuenta la gravedad de la 
infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia de éste en la 
conducta que la motiva y, en fin, todas aquellas circunstancias que tiendan a 
individualizar dicha sanción, obligación del legislador que deriva de la 
concordancia de los artículos 22 y 31, fracción IV de la Constitución Federal, el 
primero de los cuales prohíbe las multas excesivas, mientras el segundo aporta 
el concepto de proporcionalidad. Por lo tanto, el hecho de que un precepto 
emplee la preposición "hasta" no implica que contemple una multa fija, en virtud 
de que precisa un término de cantidad que no puede exceder el juzgador al 
aplicar la multa y si bien es cierto que no se hace referencia a la cantidad 
mínima, también lo es que en forma implícita, pero clara, sí está determinada, 
puesto que, el mínimo a imponer resulta una unidad monetaria y el máximo 
hasta donde el artículo autorice, por lo que sí se establece un sistema flexible 
para la imposición de las multas, cuenta habida que contempla un mínimo y un 
máximo para que la autoridad haga uso de su arbitrio judicial en la 
individualización de la fijación de su monto.” 
28 “Si bien es cierto que de conformidad con el artículo 16 constitucional todo 
acto de autoridad que incida en la esfera jurídica de un particular debe fundarse 
y motivarse, también lo es que resulta irrelevante y no causa violación de 
garantías que amerite la concesión del amparo, que la autoridad sancionadora, 
haciendo uso de su arbitrio, imponga al particular la multa mínima prevista en la 
ley sin señalar pormenorizadamente los elementos que la llevaron a determinar 
dicho monto, como lo pueden ser, entre otras, la gravedad de la infracción, la 
capacidad económica del infractor, su reincidencia, ya que tales elementos sólo 
deben tomarse en cuenta cuando se impone una multa mayor a la mínima, pero 
no cuando se aplica esta última, pues es inconcuso que legalmente no podría 
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MÍNIMA. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE NO SE MOTIVE SU 

IMPOSICIÓN, NO AMERITA LA CONCESIÓN DEL AMPARO 

POR VIOLACIÓN AL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL.” 

(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, tomo X, diciembre de 1999, página 219, registro 

192796), de aplicación analógica al caso. 

 

Hecha la salvedad anterior, dado el resultado obtenido en 

la sesión de veinticuatro de octubre de dos mil diecinueve, el 

Tribunal Pleno determinó desestimar el planteamiento 

consistente en declarar la invalidez de los artículos 44, 46, 47, 

48, 49, 50, 51, 52 y 53 de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Ayala, 38, numerales 4.1.6.2.02.14, 4.1.6.2.03.24.01 y 

4.1.6.2.03.24.02, de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Coatlán del Río y 69, numeral 6.1.3.1.40, de la Ley del Ingresos 

del Municipio de Xochitepec, todas del Estado de Morelos, para 

el ejercicio fiscal 2019, publicadas en el Periódico Oficial ‘Tierra 

y Libertad’ de dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de 

dos mil diecinueve, al no alcanzar una mayoría calificada, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 105, fracción II, 

párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y 72 de la Ley Reglamentaria de las 

Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 
 
 
 
 

 

imponerse una sanción menor. Ello no atenta contra el principio de 
fundamentación y motivación, pues es claro que la autoridad se encuentra 
obligada a fundar con todo detalle, en la ley aplicable, el acto de que se trate y, 
además, a motivar pormenorizadamente las razones que la llevaron a considerar 
que, efectivamente, el particular incurrió en una infracción; es decir, la obligación 
de motivar el acto en cuestión se cumple plenamente al expresarse todas las 
circunstancias del caso y detallar todos los elementos de los cuales desprenda la 
autoridad que el particular llevó a cabo una conducta contraria a derecho, sin 
que, además, sea menester señalar las razones concretas que la llevaron a 
imponer la multa mínima.” 
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NOVENO. El artículo 42, numeral 4.1.6.2.07.01, de la 

Ley de Ingresos del Municipio de Coatlán del Río, Morelos, 

para el ejercicio fiscal 2019, transgrede los derechos 

humanos de identidad y gratuidad por el registro de 

nacimiento. En el cuarto concepto de invalidez que formula el 

accionante, sostiene que el precepto referido violenta lo 

dispuesto en el artículo 4o. de la Constitución Federal, así 

como los diversos 3 y 18 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos; 24 del Pacto Internacional de los 

Derechos Civiles y Políticos; y 7 y 8 de la Convención sobre los 

Derechos del Niño, al establecer cobros por el registro 

extemporáneo de nacimiento de las personas por cada año que 

transcurra para ese efecto. 

 

La norma impugnada textualmente determina lo siguiente: 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE COATLÁN DEL RÍO, MORELOS,  
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

 
“SECCIÓN SÉPTIMA 

(4.1.6.2.06.) EN MATERIA DE OBRA PÚBLICA 
 

ARTÍCULO 42.- LOS APROVECHAMIENTOS QUE CAUSEN LOS 
CONTRIBUYENTES POR FALTAS EN MATERIA DE OBRA PÚBLICA, SE 
COBRARÁ DE ACUERDO A LAS CUOTAS SIGUIENTES: 

(…) 
SECCIÓN OCTAVA 

(4.1.6.2.07.) EN MATERIA DE REGISTRO CIVIL CONCEPTO 
 

CONCEPTO  CUOTA  
4.1.6.2.07.01. POR REGISTRO EXTEMPORÁNEO DE NACIMIENTO, 
POR CADA AÑO TRANSCURRIDO” 

1 U.M.A.  

 

 

Es fundado lo alegado por la promovente. 

 

Este Tribunal Pleno ha declarado la invalidez de normas 

similares a la impugnada al resolver, por unanimidad de once 

votos, diversas acciones de inconstitucionalidad, como son: 
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3/201629, 7/201630 y 36/201631, en sesión de veintidós de 

noviembre de dos mil dieciséis; 10/201632, en sesión de 

veintiocho de noviembre siguiente; 6/201733 y 11/201734, en 

sesión de catorce de noviembre de dos mil diecisiete; 

10/201735, en sesión de tres de agosto de dos mil diecisiete; 

4/201736 y 9/201737, en sesión de treinta y uno de octubre de 

dos mil diecisiete, y 4/201838, tres de diciembre de dos mil 

dieciocho. 

 

En dichos precedentes se dijo que el marco constitucional 

mexicano brindó una protección más amplia al derecho de 

identidad, garantizando que dicho derecho se materialice en 

favor de los ciudadanos sin costo alguno, es decir, sin que la 

erogación de recursos para costear el trámite signifique un 

obstáculo al ejercicio de tal derecho. Ello, porque los tratados 

internacionales en la materia no reconocen el aspecto de 

gratuidad que sí reconoce la Constitución Federal, pues se 

limitan a exigir a los Estados que garanticen a sus ciudadanos 

el derecho a la identidad y al registro del nacimiento de toda 

persona. 

 

Además, se resaltó que en el procedimiento legislativo 

que dio lugar a la reforma constitucional de diecisiete de junio 

de dos mil catorce, específicamente en el Dictamen de la 

 

29 Bajo la Ponencia del Ministro Javier Laynez Potisek. 
30 Bajo la Ponencia del Ministro Javier Laynez Potisek. 
31 Bajo la Ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayán. 
32 Bajo la Ponencia del Ministro Javier Laynez Potisek. 
33 Bajo la Ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.  
34 Bajo la Ponencia del Ministro Javier Laynez Potisek. 
35 Bajo la Ponencia del Ministro Eduardo Medina Mora I. 
36 Bajo la Ponencia de la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos.  
37 Bajo la Ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
38 Bajo la Ponencia del Ministro Javier Laynez Potisek. 
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Cámara de Diputados, se observa que uno de los motivos 

centrales fue la existencia de barreras “de índole legal, 

geográfica, económica, administrativa o cultural que 

obstaculizan el registro universal, gratuito y oportuno de los 

nacimientos”39, es decir, el texto del artículo 4o. constitucional 

encuentra su justificación precisamente en una preocupación 

especial por la afectación a las poblaciones más vulnerables de 

nuestro país cuando éstas no son registradas. 

 

Cabe mencionar que la adición del octavo párrafo al 

artículo 4o. de la Constitución Federal40, así como del mandato 

contenido en el artículo Segundo Transitorio41 del decreto 

respectivo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

diecisiete de junio de dos mil catorce, resguardan el derecho a 

la identidad, garantizando el registro del nacimiento de manera 

 

39 Del Dictamen de la Cámara de Diputados se desprende lo siguiente: 
“Además, el informe intitulado “Derecho a la identidad. La cobertura del registro 
al nacimiento en México en 1999 y 209” elaborado por la UNICEF y el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), proporcionó una medición del 
comportamiento del registro de los nacimientos en nuestro país para conocer el 
grado de cobertura a nivel nacional, estatal y municipal. En el aludido 
documento, se establece que cuando no existen registros de nacimiento se 
afecta a la niñez que pertenecen a la población más pobre y marginada: 
indígenas, migrantes, o bien que habitan en zonas rurales, remotas o 
fronterizas. Además, señala que las razones para no efectuar el registro de 
un nacimiento son complejas y multifactoriales ya que existen barreras de 
índole legal, geográfica, económica, administrativa y/o cultural que 
obstaculizan el registro universal, gratuito y oportuno de nacimientos. 
Dentro de las barreras económicas, se encuentran los costos relacionados 
al registro y emisión del acta de nacimiento, lo cual constituye una 
limitante para las poblaciones más pobres y marginadas.” 
40 Constitución Federal. 
“Artículo 4o. (…) 
Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera 
inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos 
derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia 
certificada del acta de registro de nacimiento. (…).” 
41 Constitución Federal. 
“SEGUNDO. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las 
Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 
dispondrán de seis meses para establecer en sus haciendas o códigos 
financieros la exención de cobro del derecho por el registro de nacimiento y la 
expedición de la primera copia certificada del acta de nacimiento.” 
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inmediata y la expedición de la primera acta de forma gratuita; 

con la correlativa obligación de las Legislaturas de las 

entidades federativas de exentar del cobro de los derechos 

correspondientes en sus códigos hacendarios o financieros. 

 

Por otra parte, si bien los tratados internacionales en la 

materia42 no reconocen el aspecto de gratuidad –al sólo exigir a 

los Estados que garanticen a toda persona el derecho a la 

identidad y al registro del nacimiento–, la Constitución Federal 

otorga una protección más amplia, garantizando el registro y 

expedición de la primera copia certificada del acta de 

nacimiento sin costo alguno. 

 

Además, el texto constitucional es expreso y categórico 

respecto de dicha obligación, sin posibilidad de establecer 

excepciones, en la medida en que la Constitución no establece 

límite o restricción alguna para la titularidad, goce o ejercicio de 

tal derecho; a la par de que el Estado Mexicano tiene la 

obligación de garantizarlo en los términos ordenados por el 

Constituyente Permanente. 

 

En este sentido, este Pleno ha determinado que no se 

puede condicionar la gratuidad de la inscripción en el Registro 

Civil y la expedición de la primera copia certificada del acta de 

nacimiento a plazo alguno, por lo que estos derechos pueden 

ser ejercidos en cualquier momento, independientemente de la 

edad de la persona; y concluyó que el cobro de derechos por 

 

42 En específico, los artículos 24, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, 29 de la Convención Internacional sobre la Protección de los 
Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, así como 7 y 8 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño. 
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registro extemporáneo ha quedado proscrito en México y 

ninguna ley estatal puede fijar plazos que permitan su cobro. 

 

A la luz de estos razonamientos, el artículo impugnado 

resulta inconstitucional, pues violenta el derecho a la 

identidad, al prever el pago de derechos por registro 

extemporáneo de nacimiento. 

 

De este modo, es evidente que existe una contradicción 

entre el marco constitucional, que no sujeta la garantía de 

gratuidad a criterios de temporalidad, y el cobro de derechos 

por registro extemporáneo de nacimiento, previsto por la 

legislación local. 

 

La conclusión anterior se robustece con lo dispuesto por 

el artículo 120 de la Constitución del Estado de Morelos43, que 

también manda la gratuidad del registro de nacimiento sin 

distinciones. 

 

Cabe agregar que la violación al derecho a la identidad 

por el cobro del registro extemporáneo, puede implicar que la 

persona no cuente con constancia legal de su existencia, 

 

43 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 
“(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 4 DE JULIO DE 2016) 
Artículo 120. El matrimonio es la unión voluntaria de dos personas, con igualdad 
de derechos y obligaciones, con el propósito de desarrollar una comunidad de 
vida y ayudarse mutuamente. La celebración, registro y certificación de los 
hechos y actos constitutivos, modificativos o extintivos del estado civil de las 
personas, son de exclusiva competencia del Registro Civil en los términos que 
establezcan las leyes de la materia y tendrán la fuerza y validez que las mismas 
les atribuyan. 
(REFORMADO, P.O. 29 DE MARZO DE 2017) 
El Estado garantizará el derecho a la identidad de las personas, con el registro 
inmediato a su nacimiento sin costo alguno. La autoridad competente expedirá 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento.” 
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dificultando el pleno ejercicio de sus derechos civiles, políticos, 

económicos, sociales y culturales44.  

 

Como se ha dicho en los precedentes de esta Suprema 

Corte, el respeto del derecho a la identidad condiciona el 

ejercicio de otros derechos como el de la nacionalidad y la 

ciudadanía45, o en los precedentes de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos el derecho a la identidad entraña una 

importancia especial durante la niñez, pues es esencial para el 

desarrollo personal46, o como ha precisado el Comité de los 

Derechos del Niño47, el registro del nacimiento repercute en el 

goce de sus derechos a la atención, educación y bienestar 

social básicos. De esta manera, mediante la declaratoria de 

invalidez de la norma impugnada, se garantiza el ejercicio de 

otros derechos civiles, políticos y sociales que están 

condicionados por el respeto del derecho a la identidad. 

 

Sin que sea óbice lo manifestado por el Poder Legislativo 

local, en el sentido de que la norma impugnada se ajustó 

constitucional y legalmente al procedimiento de creación de 

leyes y que se encuentra facultado para establecer las 

contribuciones necesarias para cubrir los gastos del Estado y 

de los Municipios; pues, por un lado, la violación planteada no 

se relaciona con vicios en el procedimiento legislativo y, por 

 

44 Resoluciones AG/RES. 2286 (XXXVII-O/07), 2362 (XXXVIII-O/08), 2602 (XL-
O/10). 
45 Acciones de inconstitucionalidad 3/2016, 7/2016 y 36/2016 resueltas el 
veintidós de noviembre de dos mil dieciséis, 6/2016 y 10/2016 resueltas el 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis. 
46 Caso Contreras y otros Vs. El Salvador, Sentencia de 31 de agosto de 2011, 
Fondo, reparaciones y costas, párr. 113.  
47 Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 7, Realización de 
los derechos del niño en la primera infancia, 40º período de sesiones (2006), 
U.N. Doc. CRC/C/GC/7/Rev.1 (2006), párr. 25.  



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 46/2019 

 
 

 

58 

 

otro, el ejercicio de sus atribuciones para emitir las normas que 

regulan la hacienda estatal debe ajustarse al marco 

constitucional, el cual, en el caso, le impone expresamente la 

obligación de prever la exención referida. 

 
Por tanto, debe declararse la invalidez del artículo 42, 

numeral 4.1.6.2.07.01, de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Coatlán del Río, Estado de Morelos, para el ejercicio fiscal 

2019.  

 
DÉCIMO. El artículo 13, numerales 4.3.4.1.1 y 4.3.4.1.2, 

de la Ley de Ingresos del Municipio de Zacualpan de 

Amilpas, Morelos, para el Ejercicio Fiscal 2019, viola los 

principios de gratuidad en materia de acceso a la 

información pública, legalidad, proporcionalidad tributaria 

y prohibición de discriminación. En su quinto concepto de 

violación, la accionante impugna las porciones normativas del 

citado precepto, pues establecen cobros por concepto de 

derechos por la reproducción de información en medios 

magnéticos por unidad, como son el disco compacto (“CD”) y el 

disco versátil digital (“DVD”), la cantidad de una UMA, esto es 

$84.49 (ochenta y cuatro pesos 49/100 M.N.), en violación a los 

principios de máxima publicidad y gratuidad en materia de 

acceso a la información pública, legalidad y proporcionalidad 

tributaria, reconocidos en los artículos 6o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 13 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y 19 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, toda vez que no 

guardan relación con el valor del material utilizado para su 

reproducción. 
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Al respecto, indica que de la interpretación del artículo 6o. 

de la Constitución Federal, en relación con el diverso 141 de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, se desprende que el ejercicio del derecho de acceso a 

la información, por regla general, debe ser gratuito y, 

excepcionalmente, pueden realizarse cobros por los materiales 

utilizados en la reproducción de la información; del costo de 

envío, en su caso, y el pago de la certificación de documentos, 

cuando sea procedente, justificado y proporcional. 

 

De esta forma sostiene que, agregar una condición 

adicional para ejercer el derecho de acceso a la información, 

cuando ello no está previsto constitucional ni legalmente, 

genera un obstáculo para hacerlo efectivo al establecer una 

erogación excesiva y desproporcional por la reproducción de la 

información en discos compacto y versátil digital. 

 

La promovente hace referencia, además, a la exposición 

de motivos de la iniciativa y el dictamen de las Comisiones 

Unidas respecto del decreto por el que se expide la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

de lo que se desprende que en aras de garantizar la efectividad 

plena del derecho al acceso a la información y su gratuidad es 

posible establecer cuotas de recuperación por los materiales 

utilizados en la reproducción de información, pero dichas 

cuotas no se justifican cuando los materiales son aportados por 

el propio solicitante. Bajo dichas circunstancias, las cuotas 

previstas constituyen una barrera que hacen nugatorio el 

ejercicio de ese derecho. 
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Ahora bien, la norma impugnada establece textualmente 

lo siguiente: 

 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZACUALPAN DE AMILPAS, 
MORELOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 

 
ARTÍCULO 13.- LOS DERECHOS CAUSADOS POR LOS SERVICIOS DE 

PROPORCIONAR COPIA SIMPLE DE INFORMACIÓN, EN CUMPLIMIENTO DE LA 
LEY DE INFORMACIÓN PÚBLICA, ESTADÍSTICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES DEL ESTADO DE MORELOS, SE CAUSARÁN Y LIQUIDARÁN 
CONFORME: 

CONCEPTO UMA 
4.3.4.1. POR LA REPRODUCCIÓN DE INFORMACIÓN EN MEDIOS 
INFORMÁTICOS POR UNIDAD:  
4.3.4.1.1. DISCO COMPACTO (CD)  1 
4.3.4.1.2. DISCO VERSÁTIL DIGITAL (DVD)  1 
(…) 
 

 

 

 

Resultan fundados los argumentos formulados por la 

accionante en sus conceptos de violación, conforme a lo 

siguiente: 

 

El Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

al resolver, por unanimidad de votos, la acción de 

inconstitucionalidad 13/2018 y su acumulada 25/201848, en 

sesión de seis de diciembre de dos mil dieciocho, declaró la 

inconstitucionalidad de diversos preceptos contenidos en leyes 

de ingresos municipales del Estado de San Luis Potosí, por 

establecer cobros desproporcionales e injustificados por la 

búsqueda, reproducción y entrega de información, con base en 

los razonamientos siguientes: 

 

Con el procedimiento de reforma constitucional de veinte 

de julio de dos mil siete49, se introdujo en la fracción III del 

 

48 Bajo la Ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.  
49 En el Dictamen de la Cámara de Diputados, se dijo: “La misma fracción 
establece el principio de gratuidad tanto en el ejercicio del derecho de acceso a 
la información como en el de acceso o rectificación de los datos personales. 
Resulta pertinente precisar que este principio se refiere a los 
procedimientos de acceso a la información, así como a los de acceso o 
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apartado A del artículo 6o. de la Constitución Federal50, el 

principio de gratuidad en el acceso a la información. 

 

Los alcances del derecho a la información y 

específicamente, en relación con el principio de gratuidad, han 

sido definidos por el Tribunal Pleno al resolver, por unanimidad 

de votos, la acción de inconstitucionalidad 5/2017, en sesión 

de veintiocho de noviembre de dos mil diecisiete, en la que 

determinó que de la interpretación del artículo 6o. 

constitucional, en relación con el numeral 17 de la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se 

desprende la obligación categórica que tiene el Estado 

Mexicano de garantizar la gratuidad en el acceso a la 

información pública, sin posibilidad de establecer cobro 

alguno por la búsqueda que al efecto lleve a cabo el sujeto 

obligado, y para ello sostuvo en esencia lo siguiente: 

 

• El derecho de acceso a la información garantiza que 
todas las personas puedan solicitar información al Estado 
respecto de los archivos, registros, datos y documentos 
públicos, siempre que sea solicitada por escrito, de 
manera pacífica y respetuosa. Al respecto, exige que el 

 

rectificación de datos personales, no así a los eventuales costos de los 
soportes en los que se entregue la información (por ejemplo soportes 
magnéticos, copias simples o certificadas), ni a los costos de entrega por 
mecanismos de mensajería cuando así lo solicite el particular. Los medios 
de reproducción y los costos de envío tienen un costo, nunca la información.” 
50 Constitución Federal. 
“Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada 
o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el 
derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho 
a la información será garantizado por el Estado. […] 
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las 
entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán 
por los siguientes principios y bases: (…) 
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su 
utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos 
personales o a la rectificación de éstos. (…)” 
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Estado no obstaculice ni impida su búsqueda 
(obligaciones negativas), y por otro lado, requiere que 
establezca los medios e instrumentos idóneos a través 
de los cuales las personas puedan solicitar dicha 
información (obligaciones positivas). 

 

• A través de la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el siete de febrero de dos mil catorce, a los 
artículos 6o. y 73 de la Constitución Federal, el 
Constituyente buscó definir los alcances y directrices de 
los principios que rigen en la materia, como el de 
gratuidad y máxima publicidad. Así, el cuatro de mayo de 
dos mil quince se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública en la que el Constituyente plasmó 
diversos principios que rigen el derecho que tutela, entre 
los que destaca el de gratuidad en el acceso a la 
información pública. 

 

• De los trabajos legislativos se advierte que el 
Constituyente determinó indispensable establecer los 
principios en el ejercicio del derecho en estudio, los 
cuales, indicó, se traducen en deberes a cargo de los 
sujetos obligados, consistentes en la publicidad de la 
información, máxima publicidad y disponibilidad de la 
información, principio de gratuidad y ejercicio sin 
condicionantes artificiales, así como el relativo a 
documentar la acción gubernamental. 

 

• El principio de gratuidad es fundamental para alcanzar el 
ejercicio del derecho de acceso a la información, cuyo 
objetivo es evitar la discriminación, pues tiene como 
finalidad que todas las personas, sin importar su 
condición económica, puedan acceder a la información, 
así, precisó que sólo podrán realizarse cobros para 
recuperar los costos de reproducción y envío de la 
información, así como los derechos relativos a la 
expedición de copias certificadas, conforme a la 
normatividad aplicable. El principio de gratuidad quedó 
plasmado en el artículo 17 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

 

• El texto constitucional es claro, por lo que la obligación 
de garantizar la gratuidad en el acceso a la información 
pública es categórica, sin posibilidad de establecer cobro 
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alguno por la búsqueda que al efecto tenga que llevar a 
cabo el sujeto obligado; en ese sentido, calificó fundados 
los conceptos de invalidez, porque el cobro por la 
búsqueda de información pública implica contravención 
al artículo 6o. constitucional, en tanto únicamente puede 
ser objeto de pago lo relativo a la modalidad de 
reproducción y entrega solicitada. 
 

Asimismo, se dijo que del marco normativo51 de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

 

51 Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
“Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en 
toda la República, es reglamentaria del artículo 6o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de transparencia y acceso a la 
información. 
Tiene por objeto establecer los principios, bases generales y procedimientos 
para garantizar el derecho de acceso a la información en posesión de cualquier 
autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, 
así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza 
recursos públicos o realice actos de autoridad de la Federación, las Entidades 
Federativas y los municipios. 
Artículo 2. Son objetivos de esta Ley: 
I. Distribuir competencias entre los Organismos garantes de la Federación y las 
Entidades Federativas, en materia de transparencia y acceso a la información; 
II. Establecer las bases mínimas que regirán los procedimientos para garantizar 
el ejercicio del derecho de acceso a la información; 
III. Establecer procedimientos y condiciones homogéneas en el ejercicio del 
derecho de acceso a la información, mediante procedimientos sencillos y 
expeditos; (…) 
Artículo 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo 
podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y 
entrega solicitada. 
En ningún caso los Ajustes Razonables que se realicen para el acceso de la 
información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos. 
Artículo 124. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores 
requisitos que los siguientes: 
I. Nombre o, en su caso, los datos generales de su representante; 
II. Domicilio o medio para recibir notificaciones; 
III. La descripción de la información solicitada; 
IV. Cualquier otro dato que facilite su búsqueda y eventual localización, y 
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual 
podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante 
consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la 
reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos. 
En su caso, el solicitante señalará el formato accesible o la lengua indígena en la 
que se requiera la información de acuerdo a lo señalado en la presente Ley. 
La información de las fracciones I y IV será proporcionada por el solicitante de 
manera opcional y, en ningún caso, podrá ser un requisito indispensable para la 
procedencia de la solicitud. 
Artículo 133. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de 
envío elegidos por el solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o 
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reglamentaria del artículo 6o. de la Constitución Federal, 

expedida con fundamento en el artículo 73, fracción XXIX-S52 

del propio ordenamiento fundamental, se desprende que no 

puede cobrarse la búsqueda de información, pues el principio 

de gratuidad exime su cobro; no obstante, lo que sí puede 

cobrarse al solicitante son los costos de los materiales 

utilizados en la reproducción, los de envío y la certificación de 

documentos.  

 

 

enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras 
modalidades de entrega. 
En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras 
modalidades. 
Artículo 134. Los sujetos obligados establecerán la forma y términos en que 
darán trámite interno a las solicitudes en materia de acceso a la información. 
La elaboración de versiones públicas, cuya modalidad de reproducción o envío 
tenga un costo, procederá una vez que se acredite el pago respectivo. 
Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que 
proceda el acceso, los costos de reproducción y envío correrán a cargo del 
sujeto obligado. 
Artículo 141. En caso de existir costos para obtener la información, deberán 
cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: 
I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información; 
II. El costo de envío, en su caso, y 
III. El pago de la certificación de los Documentos, cuando proceda. 
Las cuotas de los derechos aplicables deberán establecerse en la Ley Federal 
de Derechos, los cuales se publicarán en los sitios de Internet de los sujetos 
obligados. En su determinación se deberá considerar que los montos permitan o 
faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información, asimismo se 
establecerá la obligación de fijar una cuenta bancaria única y exclusivamente 
para que el solicitante realice el pago íntegro del costo de la información que 
solicitó. 
Los sujetos obligados a los que no les sea aplicable la Ley Federal de Derechos 
deberán establecer cuotas que no deberán ser mayores a las dispuestas en 
dicha ley. 
La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no 
más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el 
pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas 
del solicitante.” 
52 Constitución General de la República 
“Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: (…) 
XXIX-S.- Para expedir las leyes generales reglamentarias que desarrollen los 
principios y bases en materia de transparencia gubernamental, acceso a la 
información y protección de datos personales en posesión de las autoridades, 
entidades, órganos y organismos gubernamentales de todos los niveles de 
gobierno.” 
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La Ley General de Transparencia prevé que en la 

determinación de las cuotas se deberá considerar que los 

montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a 

la información; asimismo, dispone que las cuotas se 

establecen en la Ley Federal de Derechos, salvo que la ley no 

le sea aplicable a los sujetos obligados, en cuyo caso las 

cuotas no deberán ser mayores a las dispuestas en dicha ley.  

 

Así, tratándose de los servicios prestados por los 

Municipios, la Ley Federal de Derechos sólo es un referente de 

cuotas máximas, de manera que si una cuota contenida en una 

ley de ingresos municipal resulta mayor a la prevista en dicho 

ordenamiento, la misma resulta inconstitucional por no respetar 

el parámetro máximo previsto en el artículo 141 de la Ley 

General de Transparencia. Esto no quiere decir que las cuotas 

previstas en la Ley Federal de Derechos sean per se 

constitucionales, sino que de conformidad con la Ley General 

de Transparencia deben ser consideradas como una cuota 

máxima. 

 

Además, de acuerdo con los precedentes de este Alto 

Tribunal las cuotas de los derechos deben guardar una 

congruencia razonable con el costo de los servicios prestados 

por el Estado, sin que tenga posibilidad de lucrar con dicha 

cuota, la cual debe ser igual para los que reciben el mismo 

servicio.53  

 

53 Sirven de apoyo las jurisprudencias siguientes: 
“DERECHOS POR SERVICIOS. SUBSISTE LA CORRELACIÓN ENTRE EL 
COSTO DEL SERVICIO PÚBLICO PRESTADO Y EL MONTO DE LA CUOTA.” 
(Jurisprudencia P./J. 3/98.  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  
Novena Época, tomo VII, enero de mil novecientos noventa y ocho, página 54, 
registro 196933). 
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Como se ha mencionado, de los artículos 6o, apartado A, 

fracción III de la Constitución Federal y 141 de la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se 

advierte que el solo hecho de acceder a la información pública 

no es por sí mismo generador de cargas económicas, pero 

reproducir dicha información puede implicar costos por los 

materiales que para tal efecto se empleen.  

 

Además, en términos del artículo 134, primer párrafo, de 

la Constitución Federal54, los recursos económicos de los que 

disponen los órganos del Estado deben administrarse con 

eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, de 

donde se desprende que no deben emplearse de manera 

abusiva, ni para un destino diverso al programado, además el 

gasto público debe ejercerse recta y prudentemente, lo cual 

implica que los servidores públicos siempre deben buscar las 

mejores condiciones de contratación para el Estado, 

 

“DERECHOS POR SERVICIOS. SU PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD SE 
RIGEN POR UN SISTEMA DISTINTO DEL DE LOS IMPUESTOS.” 
(Jurisprudencia P./J. 2/98. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, tomo VII, enero de mil novecientos noventa y ocho, página 41, 
registro 196934) 
“DERECHO DE TRÁMITE ADUANERO. EL ARTÍCULO 49, FRACCIÓN I, DE 
LA LEY FEDERAL RELATIVA, EN VIGOR A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 
2005, ES INCONSTITUCIONAL.” (Jurisprudencia 2a./J. 122/2006. Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXIV, septiembre de 
dos mil seis, página 263, registro 174268). 
“DERECHOS. EL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL ESTABLECER LA CUOTA A PAGAR POR LA EXPEDICIÓN 
DE COPIAS CERTIFICADAS DE DOCUMENTOS, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE 
PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2006).” (Jurisprudencia 1a./J. 132/2011, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, libro III, 
diciembre de dos mil once, tomo 3, página 2077, registro 160577). 
54 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
“Artículo 134.- Los recursos económicos de que dispongan la Federación, las 
entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, 
transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén 
destinados. (…)” 



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 46/2019 

 
 

 

67 

 

atendiendo a la tesis 1a. CXLV/200955 de la Primera Sala, de 

rubro: 

 
“GASTO PÚBLICO. EL ARTÍCULO 134 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS ELEVA A RANGO 
CONSTITUCIONAL LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD, EFICIENCIA, EFICACIA, 
ECONOMÍA, TRANSPARENCIA Y HONRADEZ EN 
ESTA MATERIA” (Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXX, 
septiembre de dos mil nueve, página 2712, registro 
166422). 
 

En ese sentido, los materiales que adquieran los 

Municipios para la reproducción de información derivada del 

acceso a la información pública, debe hacerse en las mejores 

condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, 

financiamiento, oportunidad y demás circunstancias 

pertinentes, lo cual tiene como finalidad que los montos 

permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la 

información como lo dispone el artículo 141 de la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

 

De acuerdo con lo expuesto, debe analizarse si las 

cuotas respectivas se fijaron con una base objetiva y razonable 
 

55 “Del citado precepto constitucional se advierte que el correcto ejercicio del 
gasto público se salvaguarda por los siguientes principios: 1. Legalidad, en tanto 
que debe estar prescrito en el Presupuesto de Egresos o, en su defecto, en una 
ley expedida por el Congreso de la Unión, lo cual significa la sujeción de las 
autoridades a un modelo normativo previamente establecido. 2. Honradez, pues 
implica que no debe llevarse a cabo de manera abusiva, ni para un destino 
diverso al programado. 3. Eficiencia, en el entendido de que las autoridades 
deben disponer de los medios que estimen convenientes para que el ejercicio del 
gasto público logre el fin para el cual se programó y destinó. 4. Eficacia, ya que 
es indispensable contar con la capacidad suficiente para lograr las metas 
estimadas. 5. Economía, en el sentido de que el gasto público debe ejercerse 
recta y prudentemente, lo cual implica que los servidores públicos siempre deben 
buscar las mejores condiciones de contratación para el Estado; y, 6. 
Transparencia, para permitir hacer del conocimiento público el ejercicio del gasto 
estatal.” 
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de los materiales utilizados y sus costos, pues no pueden 

constituir barreras desproporcionadas de acceso a la 

información.  

 

Así, para estudiar la validez de las disposiciones que 

prevén cuotas por impresión por cada hoja es necesario 

verificar si dichas cuotas se fijaron de acuerdo con una base 

objetiva y razonable de los materiales utilizados y de sus 

costos56; aunado a ello, si el solicitante proporciona el medio 

magnético, electrónico o el mecanismo necesario para 

reproducir la información debe ser entregada sin costo a éste.57  

 

Dicho lo anterior, de la revisión integral de los 

procedimientos o antecedentes legislativos de las normas 

impugnadas no se advierte que las cuotas establecidas para la 

reproducción de información tengan una base objetiva y 

razonable basada en los materiales utilizados y sus costos. 

 

Al respecto, ha sido criterio del Pleno de este Tribunal 

Constitucional que no es condición indispensable ni necesaria 

para emitir un juicio de constitucionalidad, que el legislador 

haya expresado argumentos o justificaciones específicas de 

sus actos en el proceso de creación de las normas ya que, en 

todo caso, esta Suprema Corte puede constatar si las razones 

que justifican dicha actuación, se advierten de la propia 

 

56 De acuerdo con el artículo 141 de la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública las primeras veinte hojas simples deben ser entregadas 
sin costo.  
57 Si bien la Ley General de Transparencia no prevé esta última regla, así se 
consideró en el Dictamen de la Cámara de Senadores sobre la citada Ley. Así lo 
hace también el artículo 50 de la Ley General de Protección de Datos en 
Posesión de Sujetos Obligados.  
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Constitución, de diverso precepto normativo o de un proceso 

legislativo anterior, tratándose de los preceptos impugnados.58 

 

Sin embargo, en el caso, recae en el legislador la carga 

de demostrar que el cobro que establece por la entrega de 

información en determinado medio, atiende únicamente a la 

modalidad de reproducción y entrega solicitada, puesto que en 

el ejercicio del derecho de acceso a la información, es un 

imperativo general la gratuidad en la entrega de información. 

 

A diferencia de otros servicios prestados por el Estado, 

tratándose del ejercicio del derecho de acceso a la información, 

rige el principio de gratuidad, conforme al cual únicamente 

puede recuperarse el costo derivado del material de entrega, el 

del envío, en su caso y el de su certificación, en términos de los 

 

58 Ello se advierte de la jurisprudencia P./J. 136/2009, que dice: “PROCESO 
LEGISLATIVO. PARA EMITIR UN JUICIO DE CONSTITUCIONALIDAD NO ES 
INDISPENSABLE QUE EL LEGISLADOR HAYA EXPRESADO 
ARGUMENTOS QUE JUSTIFIQUEN SU ACTUACIÓN EN EL PROCESO DE 
CREACIÓN NORMATIVA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
modulado el requisito constitucional a cargo de las autoridades legislativas para 
motivar sus actos (particularmente en materia de equidad tributaria), y se les ha 
exigido que aporten las razones por las cuales otorgan un trato diferenciado a 
ciertos sujetos pasivos de un tributo, de ahí la conveniencia de que en el proceso 
legislativo aparezcan explicaciones ilustrativas sobre las razones que informan 
una determinada modificación normativa -las cuales pueden considerarse 
correctas y convincentes, salvo que en sí mismas ameriten un reproche 
constitucional directo-, lo que redunda en un adecuado equilibrio entre la función 
legislativa y la interpretativa de la norma a la luz de los principios 
constitucionales. Sin embargo, no es condición indispensable ni necesaria para 
emitir un juicio de constitucionalidad que el legislador haya expresado 
argumentos o justificaciones específicas de sus actos en el proceso de creación 
normativa, ya que en todo caso el Alto Tribunal debe apreciar en sus méritos la 
norma de que se trate frente al texto constitucional y con motivo de los 
cuestionamientos que de esa índole haga valer el gobernado, de forma que 
puede determinar la inconstitucionalidad de preceptos ampliamente razonados 
por el legislador en el proceso respectivo”. Semanario Judicial de la Federación, 
Novena Época, Tomo XXXI, Enero de 2010, Página 21, Registro 165438. 
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artículos 6o. constitucional y 17 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública; en ese 

sentido, cualquier cobro debe justificarse por el legislador, a 

efecto de demostrar que no está grabando la información. 

 

Así, derivado del principio de gratuidad, el legislador tiene 

la carga de demostrar que el cobro que establece por la 

entrega de la información en determinado medio, atiende 

únicamente a la modalidad de reproducción y entrega 

solicitada; lo que en el caso no sucedió y, en consecuencia, el 

solo establecimiento de una cuota por la entrega de 

información tiene la sospecha de ser inconstitucional. 

 

Aunado a lo anterior, el legislador tampoco estableció 

razón alguna a efecto de justificar la diferencia entre las tarifas 

establecidas en los preceptos impugnados y el valor comercial 

de los insumos necesarios para proporcionar la información. 

 

De lo anterior se concluye que, en todas las leyes 

impugnadas el Congreso estatal no justificó el cobro por la 

reproducción de información con una base objetiva cuya 

razonabilidad pudiera ser estudiada por este Tribunal 

Pleno, sino que lo determinó de forma arbitraria sin siquiera 

contemplar el costo real de los materiales requeridos para la 

reproducción de información, lo cual transgrede el principio de 

gratuidad del acceso a la información pública contenido en el 

artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y por ende, la prohibición de discriminar en razón de 

la condición económica. 
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Así, ni de las leyes ni de los procedimientos o  

antecedentes legislativos de la norma impugnada se advierte 

que las cuotas establecidas tengan una base objetiva y 

razonable basada en  los materiales utilizados y sus costos, de 

donde resulta su inconstitucionalidad y procede declarar la 

invalidez del artículo 13, numerales 4.3.4.1.1 y 4.3.4.1.2, de la 

Ley de Ingresos del Municipio de Zacualpan de Amilpas, 

Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, por violar el principio de 

gratuidad en  materia de acceso a la información y la 

prohibición de  discriminar por razón de la condición 

económica. 
 

 

 

DÉCIMO PRIMERO. Efectos. En razón de lo expuesto y 

con fundamento en lo dispuesto en los artículos 41, fracciones 

IV y V, y 45, párrafo primero, en relación con el 73, todos de la 

Ley Reglamentaria59 de la materia, y en términos de lo 

dispuesto en este fallo, procede declarar la invalidez de los 

artículos 11 y 17, en sus porciones normativas “LOS 

DERECHOS POR SERVICIOS DE ALUMBRADO PÚBLICO 

SE CAUSARÁN Y LIQUIDARÁN DE CONFORMIDAD CON 

LO SIGUIENTE:”, “POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 

DE ILUMINACIÓN PÚBLICA, LOS CONSUMIDORES DE 

 

59 Ley Reglamentaria de la materia 
“Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que 
determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación. […] 
Artículo 41. Las sentencias deberán contener: […] 
IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los 
órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los 
cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el 
ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma 
general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez 
dependa de la propia norma invalidada; 
V. Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la validez o 
invalidez de las normas generales o actos impugnados, y en su caso la 
absolución o condena respectivas, fijando el término para el cumplimiento de las 
actuaciones que se señalen. 
Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 
44 y 45 de esta ley.” 
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ENERGÍA ELÉCTRICA, PAGARÁN UN DERECHO 

EQUIVALENTE AL 7% SOBRE EL IMPORTE DEL 

CONSUMO SEÑALADO EN LOS RECIBOS QUE, POR LA 

PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA 

EXPIDA LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, ESTE 

DERECHO SE DESTINARA EXCLUSIVAMENTE EN LA 

ILUMINACIÓN DE CALLES Y ACERAS PÚBLICAS” y 

“TRATÁNDOSE DE PROPIETARIOS O POSESIONARIOS DE 

PREDIOS BALDÍOS, URBANOS Y SUBURBANOS, 

PAGARÁN UN DERECHO EQUIVALENTE AL 3% DEL 

VALOR CATASTRAL DEL PREDIO, Y LOS PROPIETARIOS 

DE PREDIOS QUE HAYAN RESULTADO FAVORECIDOS AL 

AMPARO DE UNA RESOLUCIÓN CONSTITUCIONAL CON 

LO ESTABLECIDO EN EL PRIMER PÁRRAFO DE ESTE 

ARTÍCULO, PAGARÁN UN DERECHO EQUIVALENTE AL 

3% DE VALOR CATASTRAL DEL PREDIO. CUANDO EL 

IMPORTE RESULTE MENOR A LA MITAD DE LA UNIDAD 

DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN SE APLICARÁ ÉSTA 

COMO CUOTA MÍNIMA ANUAL. ESTE DERECHO SERÁ 

COBRADO JUNTO CON EL PAGO DEL IMPUESTO 

PREDIAL”, de la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala; 8 y 

42, numeral 4.1.6.2.07.01, de la Ley de Ingresos del Municipio 

de Coatlán del Río, 8 de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Mazatepec, 10 y 11 de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Tlaltizapán de Zapata, 26 de la Ley de Ingresos del Municipio 

de Xochitepec y 8 y 13, numerales 4.3.4.1.1 y 4.3.4.1.2 de la 

Ley de Ingresos del Municipio de Zacualpan de Amilpas, todas 

del Estado de Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, publicadas 

en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’ de dicha entidad 

federativa el veintiséis de marzo de dos mil diecinueve. 
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Las declaraciones de invalidez surtirán efectos a partir de 

la notificación de los puntos resolutivos de la presente 

ejecutoria al Congreso del Estado de Morelos y se vincula a 

dicho órgano legislativo para que no incurra en el mismo 

vicio de inconstitucionalidad de las normas declaradas 

inválidas en este fallo en el próximo año fiscal. 

 

Asimismo, deberá notificarse la presente sentencia a 

todos los Municipios involucrados, por ser las autoridades 

encargadas de la aplicación de las leyes de ingresos cuyas 

disposiciones fueron invalidadas.60 

 

Por lo expuesto y fundado, el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, 

 

R E S U E L VE: 

 

PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada la 

presente acción de inconstitucionalidad. 

 
SEGUNDO. Se desestima la presente acción de 

inconstitucionalidad respecto de los artículos 44, 46, 47, 48, 49, 

50, 51, 52 y 53 de la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala, 

38, numerales 4.1.6.2.02.14, 4.1.6.2.03.24.01 y 

4.1.6.2.03.24.02, de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Coatlán del Río y 69, numeral 6.1.3.1.40, de la Ley de Ingresos 

del Municipio de Xochitepec, todas del Estado de Morelos, para 

el ejercicio fiscal 2019, publicadas en el Periódico Oficial “Tierra 

 

60 Los mismos efectos se dieron a la declaratoria de invalidez en el precedente 
acción de inconstitucionalidad 7/2016.  
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y Libertad” de dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de 

dos mil diecinueve. 

 
TERCERO. Se reconoce la validez del artículo 45 de la 

Ley de Ingresos del Municipio de Ayala, Morelos, para el 

ejercicio fiscal 2019, publicada en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad” de dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de 

dos mil diecinueve, conforme a lo dispuesto en el considerando 

octavo de esta resolución. 

 
CUARTO. Se declara la invalidez de los artículos 11 y 17, 

en sus porciones normativas “LOS DERECHOS POR 

SERVICIOS DE ALUMBRADO PÚBLICO SE CAUSARÁN Y 

LIQUIDARÁN DE CONFORMIDAD CON LO SIGUIENTE:”, 

“POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ILUMINACIÓN 

PÚBLICA, LOS CONSUMIDORES DE ENERGÍA 

ELÉCTRICA, PAGARÁN UN DERECHO EQUIVALENTE AL 

7% SOBRE EL IMPORTE DEL CONSUMO SEÑALADO EN 

LOS RECIBOS QUE, POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 

DE ENERGÍA ELÉCTRICA EXPIDA LA COMISIÓN FEDERAL 

DE ELECTRICIDAD, ESTE DERECHO SE DESTINARA 

EXCLUSIVAMENTE EN LA ILUMINACIÓN DE CALLES Y 

ACERAS PÚBLICAS” y “TRATÁNDOSE DE PROPIETARIOS 

O POSESIONARIOS DE PREDIOS BALDÍOS, URBANOS Y 

SUBURBANOS, PAGARÁN UN DERECHO EQUIVALENTE 

AL 3% DEL VALOR CATASTRAL DEL PREDIO, Y LOS 

PROPIETARIOS DE PREDIOS QUE HAYAN RESULTADO 

FAVORECIDOS AL AMPARO DE UNA RESOLUCIÓN 

CONSTITUCIONAL CON LO ESTABLECIDO EN EL PRIMER 

PÁRRAFO DE ESTE ARTÍCULO, PAGARÁN UN DERECHO 

EQUIVALENTE AL 3% DE VALOR CATASTRAL DEL 
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PREDIO. CUANDO EL IMPORTE RESULTE MENOR A LA 

MITAD DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN SE 

APLICARÁ ÉSTA COMO CUOTA MÍNIMA ANUAL. ESTE 

DERECHO SERÁ COBRADO JUNTO CON EL PAGO DEL 

IMPUESTO PREDIAL”, de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Ayala; 8 y 42, numeral 4.1.6.2.07.01, de la Ley de Ingresos del 

Municipio de Coatlán del Río; 8 de la Ley de Ingresos del 

Municipio de Mazatepec; 10 y 11 de la Ley de Ingresos del 

Municipio de Tlaltizapán de Zapata; 26 de la Ley del Ingresos 

del Municipio de Xochitepec; y 8 y 13, numerales 4.3.4.1.1 y 

4.3.4.1.2 de la Ley de Ingresos del Municipio de Zacualpan de 

Amilpas, todas del Estado de Morelos, para el ejercicio fiscal 

2019, publicadas en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” de 

dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de dos mil 

diecinueve, en términos de los considerandos sexto, séptimo, 

octavo, noveno y décimo de esta decisión. 

 
QUINTO. Las declaraciones de invalidez decretadas en 

este fallo surtirán sus efectos a partir de la notificación de los 

puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de 

Morelos y conforme a los efectos vinculatorios hacia el futuro a 

ese órgano legislativo, precisados en el considerando décimo 

primero de esta ejecutoria. 

 
SEXTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de 

la Federación, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Órgano 

del Gobierno del Estado Libre y Soberano de Morelos, así 

como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
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Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes 

y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación: 

 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco 

González Salas con salvedades en cuanto a la legitimación, 

Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Laynez 

Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 

respecto de los considerandos primero, segundo, tercero, 

cuarto y quinto relativos, respectivamente, a la competencia, a 

la oportunidad, a la legitimación, a la procedencia y al catálogo 

de temas que serán analizados en la presente resolución. 

 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se expresó una mayoría de seis votos de los señores 

Ministros Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar 

Morales, Pardo Rebolledo, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar 

Lelo de Larrea, respecto del considerando octavo, denominado 

“Las normas impugnadas establecen diversas multas fijas, en 

violación a los principios de seguridad jurídica y 

proporcionalidad tributaria”, consistente en declarar la invalidez 

de los artículos 44, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52 y 53 de la Ley de 

Ingresos del Municipio de Ayala, 38, numerales 4.1.6.2.02.14, 

4.1.6.2.03.24.01 y 4.1.6.2.03.24.02, de la Ley de Ingresos del 

Municipio de Coatlán del Río y 69, numeral 6.1.3.1.40, de la 

Ley del Ingresos del Municipio de Xochitepec, todas del Estado 
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de Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, publicadas en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad” de dicha entidad federativa 

el veintiséis de marzo de dos mil diecinueve. Los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Piña Hernández y Laynez 

Potisek votaron en contra. Los señores Ministros Franco 

González Salas, Aguilar Morales y Presidente Zaldívar Lelo de 

Larrea anunciaron sendos votos concurrentes. La señora 

Ministra Piña Hernández anunció voto particular. 

 

Dado el resultado obtenido, el Tribunal Pleno determinó 

desestimar el planteamiento consistente en declarar la invalidez 

de los artículos referidos, al no alcanzar una mayoría calificada, 

con fundamento en lo dispuesto en los artículos 105, fracción II, 

párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y 72 de la Ley Reglamentaria de las 

Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por mayoría de siete votos de los señores 

Ministros Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar 

Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández con razones 

adicionales, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 

respecto del considerando octavo, denominado “Las normas 

impugnadas establecen diversas multas fijas, en violación a los 

principios de seguridad jurídica y proporcionalidad tributaria”, 

consistente en reconocer la validez del artículo 45 de la Ley de 

Ingresos del Municipio de Ayala, Morelos, para el ejercicio fiscal 

2019, publicada en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” de 

dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de dos mil 
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diecinueve. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y 

Laynez Potisek votaron en contra. Los señores Ministros 

Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández y 

Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos 

concurrentes. 

 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco 

González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 

Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar 

Lelo de Larrea, respecto de los considerandos sexto, 

denominado “Las normas impugnadas establecen un impuesto 

adicional, en violación a los principios de seguridad jurídica, 

legalidad y proporcionalidad tributaria”, y noveno, denominado 

“El artículo 42, numeral 4.1.6.2.07.01, de la Ley de Ingresos del 

Municipio de Coatlán del Río, Morelos, para el ejercicio fiscal 

2019, transgrede los derechos humanos de identidad y 

gratuidad por el registro de nacimiento”, consistentes, 

respectivamente, en declarar la invalidez de los artículos 11 de 

la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala, 8 y 42, numeral 

4.1.6.2.07.01, de la Ley de Ingresos del municipio de Coatlán 

del Río, 8 de la Ley de Ingresos del Municipio de Mazatepec, 

10 y 11 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tlaltizapán de 

Zapata, 26 de la Ley del Ingresos del Municipio de Xochitepec 

y 8 de la Ley de Ingresos del Municipio de Zacualpan de 

Amilpas, todas del Estado de Morelos, para el ejercicio fiscal 

2019, publicadas en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” de 

dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de dos mil 

diecinueve. 
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Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco 

González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 

Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar 

Lelo de Larrea, respecto del considerando séptimo, 

denominado “El artículo 17, penúltimo y último párrafos, de la 

Ley de Ingresos del Municipio de Ayala, Morelos, para el 

ejercicio fiscal 2019, viola los principios de seguridad jurídica y 

proporcionalidad tributaria, al establecer una contribución por la 

prestación del servicio de alumbrado público”, consistente en 

declarar la invalidez del artículo 17, en sus porciones 

normativas “LOS DERECHOS POR SERVICIOS DE 

ALUMBRADO PÚBLICO SE CAUSARÁN Y LIQUIDARÁN DE 

CONFORMIDAD CON LO SIGUIENTE:”, “POR LA 

PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ILUMINACIÓN PÚBLICA, 

LOS CONSUMIDORES DE ENERGÍA ELÉCTRICA, PAGARÁN 

UN DERECHO EQUIVALENTE AL 7% SOBRE EL IMPORTE 

DEL CONSUMO SEÑALADO EN LOS RECIBOS QUE, POR 

LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA 

EXPIDA LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, ESTE 

DERECHO SE DESTINARA EXCLUSIVAMENTE EN LA 

ILUMINACIÓN DE CALLES Y ACERAS PÚBLICAS” y 

“TRATÁNDOSE DE PROPIETARIOS O POSESIONARIOS DE 

PREDIOS BALDÍOS, URBANOS Y SUBURBANOS, PAGARÁN 

UN DERECHO EQUIVALENTE AL 3% DEL VALOR 

CATASTRAL DEL PREDIO, Y LOS PROPIETARIOS DE 

PREDIOS QUE HAYAN RESULTADO FAVORECIDOS AL 

AMPARO DE UNA RESOLUCIÓN CONSTITUCIONAL CON 

LO ESTABLECIDO EN EL PRIMER PÁRRAFO DE ESTE 
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ARTÍCULO, PAGARÁN UN DERECHO EQUIVALENTE AL 3% 

DE VALOR CATASTRAL DEL PREDIO. CUANDO EL 

IMPORTE RESULTE MENOR A LA MITAD DE LA UNIDAD DE 

MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN SE APLICARÁ ÉSTA COMO 

CUOTA MÍNIMA ANUAL. ESTE DERECHO SERÁ COBRADO 

JUNTO CON EL PAGO DEL IMPUESTO PREDIAL”, de la Ley 

de Ingresos del Municipio de Ayala, Morelos, para el ejercicio 

fiscal 2019, publicada en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” 

de dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de dos mil 

diecinueve. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Piña 

Hernández y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea reservaron su 

derecho de formular sendos votos concurrentes. 

 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco 

González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 

Hernández apartándose de algunas consideraciones, Laynez 

Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por 

razones adicionales, respecto del considerando décimo, 

denominado “El artículo 13, numerales 4.3.4.1.1 y 4.3.4.1.2, de 

la Ley de Ingresos del Municipio de Zacualpan de Amilpas, 

Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, viola los principios de 

gratuidad en materia de acceso a la información pública, 

legalidad, proporcionalidad tributaria y prohibición de 

discriminación”, consistente en declarar la invalidez del artículo 

13, numerales 4.3.4.1.1 y 4.3.4.1.2 de la Ley de Ingresos del 

Municipio de Zacualpan de Amilpas, Morelos, para el ejercicio 

fiscal 2019, publicada en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” 

de dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de dos mil 

diecinueve. 
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En relación con el punto resolutivo quinto: 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco 

González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 

Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar 

Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo primero, 

relativo a los efectos, consistente en: 1) determinar que las 

declaraciones de invalidez decretadas en este fallo surtirán sus 

efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de 

esta sentencia al Congreso del Estado de Morelos, y 2) vincular 

al Congreso del Estado de Morelos a que no incurra en el 

mismo vicio de inconstitucionalidad de las normas declaradas 

invalidadas en este fallo en el próximo año fiscal. 

 

En relación con el punto resolutivo sexto: 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco 

González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 

Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar 

Lelo de Larrea. 

 

En relación con el pie de los puntos resolutivos: 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores 

Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco 

González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 

Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar 

Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo primero, 

relativo a los efectos, consistente en: 3) determinar que deberá 

notificarse la presente sentencia a todos los Municipios 
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involucrados, por ser las autoridades encargadas de la 

aplicación de las leyes de ingresos cuyas disposiciones fueron 

invalidadas. 

 

El señor Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá 

no asistió a las sesiones de veintidós y veinticuatro de octubre 

de dos mil diecinueve por desempeñar una comisión oficial. 

 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 

declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados. 

Doy fe. 

 
MINISTRO PRESIDENTE  

 
 
 
 

ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA 

 
 
 

PONENTE  

 
 
 
 

MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA 

 
 

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS 

 
 
 
 

LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA 
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Esta hoja corresponde a la acción de inconstitucionalidad 46/2019, 
promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, fallada 
el veinticuatro de octubre de dos mil diecinueve: “PRIMERO. Es 
procedente y parcialmente fundada la presente acción de 
inconstitucionalidad. SEGUNDO. Se desestima la presente acción de 
inconstitucionalidad respecto de los artículos 44, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52 
y 53 de la Ley de Ingresos del Municipio de Ayala, 38, numerales 
4.1.6.2.02.14, 4.1.6.2.03.24.01 y 4.1.6.2.03.24.02, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Coatlán del Río y 69, numeral 6.1.3.1.40, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Xochitepec, todas del Estado de Morelos, para 
el ejercicio fiscal 2019, publicadas en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’ 
de dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de dos mil diecinueve. 
TERCERO. Se reconoce la validez del artículo 45 de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Ayala, Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, publicada en 
el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’ de dicha entidad federativa el 
veintiséis de marzo de dos mil diecinueve, conforme a lo dispuesto en el 
considerando octavo de esta resolución. CUARTO. Se declara la invalidez 
de los artículos 11 y 17, en sus porciones normativas ‘LOS DERECHOS 
POR SERVICIOS DE ALUMBRADO PÚBLICO SE CAUSARÁN Y 
LIQUIDARÁN DE CONFORMIDAD CON LO SIGUIENTE:’, ‘POR LA 
PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ILUMINACIÓN PÚBLICA, LOS 
CONSUMIDORES DE ENERGÍA ELÉCTRICA, PAGARÁN UN 
DERECHO EQUIVALENTE AL 7% SOBRE EL IMPORTE DEL 
CONSUMO SEÑALADO EN LOS RECIBOS QUE, POR LA 
PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA EXPIDA LA 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, ESTE DERECHO SE 
DESTINARA EXCLUSIVAMENTE EN LA ILUMINACIÓN DE CALLES Y 
ACERAS PÚBLICAS’ y ‘TRATÁNDOSE DE PROPIETARIOS O 
POSESIONARIOS DE PREDIOS BALDÍOS, URBANOS Y 
SUBURBANOS, PAGARÁN UN DERECHO EQUIVALENTE AL 3% DEL 
VALOR CATASTRAL DEL PREDIO, Y LOS PROPIETARIOS DE 
PREDIOS QUE HAYAN RESULTADO FAVORECIDOS AL AMPARO DE 
UNA RESOLUCIÓN CONSTITUCIONAL CON LO ESTABLECIDO EN 
EL PRIMER PÁRRAFO DE ESTE ARTÍCULO, PAGARÁN UN 
DERECHO EQUIVALENTE AL 3% DE VALOR CATASTRAL DEL 
PREDIO. CUANDO EL IMPORTE RESULTE MENOR A LA MITAD DE 
LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN SE APLICARÁ ÉSTA 
COMO CUOTA MÍNIMA ANUAL. ESTE DERECHO SERÁ COBRADO 
JUNTO CON EL PAGO DEL IMPUESTO PREDIAL’, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Ayala; 8 y 42, numeral 4.1.6.2.07.01, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Coatlán del Río; 8 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Mazatepec; 10 y 11 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tlaltizapán de Zapata; 26 de la Ley del Ingresos del Municipio de 
Xochitepec; y 8 y 13, numerales 4.3.4.1.1 y 4.3.4.1.2 de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Zacualpan de Amilpas, todas del Estado de 
Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, publicadas en el Periódico Oficial 
‘Tierra y Libertad’ de dicha entidad federativa el veintiséis de marzo de 
dos mil diecinueve, en términos de los considerandos sexto, séptimo, 
octavo, noveno y décimo de esta decisión. QUINTO. Las declaraciones de 
invalidez decretadas en este fallo surtirán sus efectos a partir de la 
notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del 
Estado de Morelos y conforme a los efectos vinculatorios hacia el futuro a 
ese órgano legislativo, precisados en el considerando décimo primero de 
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esta ejecutoria. SEXTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de 
la Federación, en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’ Órgano del 
Gobierno del Estado Libre y Soberano de Morelos, así como en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.” CONSTE. 
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